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1.-
INTRODUCCION


María Leontina MILLACURA LLAIPEN y AMICUS tenemos el honor de someter a su consideración el siguiente memorial en derecho sobre la comisión de delitos de lesa humanidad y consecuente violación de derechos humanos en Argentina por parte de fuerzas de seguridad policiales.


María Leontina MILLACURA LLAIPEN, es una mujer que nació en Chile, es madre de tres hijos, Marcos TORRES y Valeria TORRES, quienes viven junto a ella y sus compañeros e hijas, Marcela, Ivana y Romina, y Juan Pablo CABA y Evelyn, respectivamente, en la ciudad de Comodoro Rivadavia, Provincia del Chubut, Argentina; e Iván Eladio Torres, desaparecido forzadamente el 2 de octubre de 2003 de la Comisaría Seccional Primera de Policía de la ciudad de Comodoro Rivadavia.


AMICUS – Clínica Jurídica y Social Patagónica tiene su origen en el trabajo conjunto de sus fundadoras, defensoras, en el año 2003. Desde entonces han intervenido en diversos casos en busca del respeto y reconocimiento de la dignidad de la persona, casos de violaciones de derechos humanos cuyos damnificados y damnificadas viven, además, en su gran mayoría, en la indigencia. Desde el 1° de julio de 2008 es una organización no gubernamental sin fines de lucro cuya misión es promover y defender la efectividad de derechos humanos y libertades fundamentales de las personas, el respeto y reconocimiento de su dignidad y la erradicación de la impunidad utilizando, sobretodo, los mecanismos internacionales de protección de derechos humanos. Su domicilio está en la Provincia del Chubut, Patagonia Argentina.


A partir del 27 de octubre de 2003, hemos trabajado en forma conjunta, junto a la Asociación Civil Grupo Pro Derecho de los Niños, a fin de encontrar a Iván, la verdad de lo sucedido, individualizar a los autores y determinar sus responsabilidades. Para ello, tal como da cuenta este documento, hemos desarrollado diversas estrategias y acciones, no solo en tal dirección sino teniendo como objetivo el cumplimiento por parte del Estado de la ‘no repetición’ de hechos como los que se denuncian, con acento en el ‘no olvido’.

Ante la ausencia total de respuestas María, como acción directa, desde el 17 de marzo de 2008, permanece en la Comisaría Seccional Primera de Policía de Comodoro Rivadavia, las 24 horas. Su salud se encuentra sumamente resentida, a partir del 21 de julio de 2008 ha comenzado su tratamiento oncológico. Sin embargo, luego de sus sesiones de rayos, vuelve a la Comisaría Seccional Primera a la espera de su hijo.  


Recurrimos a ese Honorable Grupo de Trabajo en busca de estas respuestas, de ayuda, de aliento. Sabrán entender las expectativas que sobre Uds. hemos albergado.

Este documento se inicia con toda la información requerida como Informe de la desaparición forzada de Iván. Tanto en el texto como al pie de notas hemos incluido hipervínculos a los documentos a que nos referimos.


En el punto 3, hemos adjuntado los links a informaciones periodísticas escritas, en especial de la ciudad de Comodoro Rivadavia; fotos que hemos tomado en marzo de 2006 y el 20 de julio de 2008, que también es la fecha de los 2 videos que acompañamos. 


Dedicamos el punto 4 a nuestra solicitud en forma concreta a ese Honorable Grupo de Trabajo.

Finalmente hemos querido compartir el trabajo ‘LEY 26.200 y la vigencia de los DERECHOS HUMANOS’
, que refleja el pensamiento de AMICUS y realizamos una pequeña conclusión del presente. 

2.-
INFORME SOBRE LA DESAPARICIÓN FORZADA O INVOLUNTARIA 
DE IVAN ELADIO TORRES


Realizamos este informe, conforme sugerencias indicadas en página web  http://www2.ohchr.org/spanish/issues/disappear/note.htm
I. Identidad de la persona objeto de una desaparición forzada o involuntaria 

1. Apellido: 

Torres

2. Nombre: 

Iván Eladio

3. Género: 

Masculino 

4. Fecha de nacimiento o edad en el momento de la desaparición: 

24 de noviembre de 1976, tenía 26 años

5. Nacionalidad(es): 

Chilena, residente en Argentina

6. Estado civil:

Soltero

7. Documento de identidad: 

Nº: D.N.I. N° 92.510.404

8. Profesión: 

Albañil, changas

9. Domicilio habitual: 

Cruce de los Andes N° 159 – Comodoro Rivadavia – Chubut – Argentina 

10. Actividades (sindicales, políticas, religiosas, humanitarias o de solidaridad, periodísticas, etc.): 

De solidaridad con sus pares, niños, niñas y jóvenes que deambulaban en la calle.

CRÓNICA DE UNA DESAPARICIÓN FORZADA ANUNCIADA

Iván Eladio Torres, nacido el 24 de noviembre de 1976, era un joven de 26 años al momento de su desaparición forzada, que vivía con su mamá, con su hermana Valeria y su sobrina Evelyn, hija de ésta, en una vivienda humilde en el centro de la ciudad. Trabajaba en el rubro de la construcción, en distintas actividades, como ceramista, durlero, techista, albañil, en muchas oportunidades junto con su hermano Marcos. Solía reunirse con sus amigos y amigas en ámbitos públicos, en especial, calles y plazas del centro de la ciudad. 

Al igual que sus amigos y amigas, era controlado por la policía, por decirlo de alguna manera, que le pedía identificación o que no permaneciera en esos lugares. Al igual que su hermana, amigos y amigas, era detenido con frecuencia y llevado a comisarías de la Provincia del Chubut, en especial seccional primera, sin que estuviera cometiendo delito alguno ni por orden de autoridad competente. Simplemente por “averiguación de antecedentes y medios lícitos de vida”, Ley 815, o supuesta contravención, como lo es el estado de ebriedad en la vía pública. 

Inclusive, como les ocurrió también a amigos suyos, en alguna ocasión fue llevado por la policía a un lugar alejado de la zona urbana donde le sacaron las zapatillas, la remera, fue golpeado, y le hicieron simulacro de fusilamiento con armas de fuego. Gustavo Cruz, amigo suyo, fue uno de ellos, quien además denunció a la policía por apremios ilegales, y murió en ocasión de un incendio en la vivienda humilde en la que vivía mientras dormía. Juntos, según testimonio policial, habrían tentado cometer un robo de $ 50 con un arma de fuego, juicio que se encontraba pendiente
.

II. Fecha de la desaparición

11. Año, mes, día y hora en que la persona fue detenida o secuestra: 

El 2 de octubre de 2003 Iván Eladio Torres fue “levantado” por el móvil policial Nº 469 en una plaza del centro de la ciudad de Comodoro Rivadavia y llevado detenido a la Comisaría Seccional Primera de dicha ciudad, sin encontrarse en flagrante delito ni por orden de autoridad competente. Desde entonces, su familia desconoce su paradero.  

12. Año, mes, día y hora en que la persona desaparecida fue vista por última vez: 

2 de octubre de 2003

13. Otros detalles relacionados con la fecha de la desaparición: 

María Millacura denunció que el 2 de octubre de 2003 Iván Eladio Torres salió de su domicilio, sito en calle Los Andes 159 de la ciudad de Comodoro Rivadavia, a las 15:30 hs. indicando que se iba a la placita “La Gallega” –Plaza España- a jugar al futbol con unos amigos y que desde ese día no lo vio más. En la denuncia obrante a fs. 1/3 la Sra. Millacura describe la ropa que llevaba su hijo la última vez que salió de su domicilio y acompaña el nombre de distintos amigos de su hijo. Si bien relató que el mismo había tenido problemas con los hermanos Gallardo, manifestó que ella “sospechaba de la policía ya que siempre lo persiguen y lo agarran por cualquier cosa”. Agregó que una vez su hijo le contó que lo llevaron en un patrullero a km-8 donde lo golpearon y dejaron tirado y descalzo donde le hicieron un simulacro de fusilamiento, y que el día anterior a que su hijo desapareciera entraron dos policías de la Seccional Primera a su casa y le pegaron al “Mariachi” y que cuando su hija, Valeria, se quejó le dijeron que se callara.

María siempre sostuvo que hasta el día que le tomaron la denuncia, 14 de octubre de 2003, se comunicó telefónicamente y concurrió a la Comisaría Seccional Primera en numerosas oportunidades y que nunca obtuvo respuesta ni le querían tomar la denuncia. 

Todas estas circunstancias se han visto corroboradas durante el curso de la investigación. 

Iniciada la investigación prevencional, se realizaron diversas medidas algunas tendientes a dar con el actual paradero del joven y otras a efectos de reconstruir sus últimos movimientos. Sin embargo, siempre desde la hipótesis de búsqueda de paradero y no como víctima de desaparición forzada.

Así, las manifestaciones de Walter Marcos Mansilla –fs. 11/12- y Cristian Eduardo Gamin –fs. 31/32vta.- permiten sostener que Iván Torres estuvo con ellos en la plaza a la que identifican como “La Gallega” hasta aproximadamente la finalización del día 02/10/03.

Recién luego de elevado al Juzgado Instructor se obtuvieron nuevos datos, en tanto comparecieron de forma espontánea Gerardo Atilio Colin y Luis Patricio Oliva quienes … vieron al joven Torres en los inicios del día 3 de octubre de 2003. En efecto, de sus sucesivas declaraciones de fs. 47/49, 1156/1157, 5066/5068 – Colin- y fs. 50/vta. y 5630/5632 –Oliva-, puede extraerse que éstos también habían estado en la plaza pero que se fueron antes hacia la “Plaza Bitto” y le dijeron a Iván que fuera hacia allí. Agregaron que siendo casi la media noche llegó Iván al lugar y como ellos estaban ayudando a desarmar el castillo inflable de la plaza de juegos y luego iban a tomar un helado, la pidieron que los espere y éste se quedó parado casi en la esquina, ambos señalaron que al salir, Iván no estaba más en el lugar. … ambos refirieron haber advertido por lo menos en dos oportunidades la presencia del “móvil 469” de la Seccional Primera de Policía, con tres ocupantes en su interior, que primero pasó hacia el mar y luego a unos metros de donde estaba Iván. La reconstrucción de los hechos realizada en diciembre de 2004 corrobora todos sus dichos.

Otro dato a tener en consideración es que la manifestación inicial de la denunciante respecto del hostigamiento de personal policial para con Iván, fue objeto de permanente confirmación por parte de distintos testigos de la causa. En este sentido, Tamara Elizabeth Bolívar, relató a fs. 28/vta. que Iván le había contado que en una oportunidad lo levantó el patrullero y lo trasladó a km-8, lugar en el que lo golpearon y lo abandonaron descalzo debiendo regresar caminando a su casa. Agregó que también se encontraba presente cuando los policías ingresaron sin autorización al domicilio de Iván. Tamara fue violada en la creencia que era la hermana de Iván y el autor le dijo que la esperaba “en la primera para que haga la denuncia”. Tamara no ratificó su denuncia inicial por temor, ya que “nunca pasa nada”, refiriéndose a la impunidad.

El episodio de km. 8 también fue relatado por Mansilla, Oliva, Gamin y Colin, agregando éste último que cuando estaban en la plaza “La Gallega” vio pasar un patrullero en dos o tres oportunidades por la calle del ejército, y que más o menos tres días antes de desaparecer Iván le dijo que la policía lo molestaba. Los patrulleros circularon por esa zona efectivamente esa noche, lo que fue corroborado por las declaraciones de los policías Ruiz, Leiva y Cocha.

En la etapa de adquisición probatoria preliminar se pudo determinar también que el día 26 de septiembre Iván Torres fue trasladado por un móvil del Comando Radioeléctrico junto con Diego Alvarez a la Seccional Primera de Policía, lugar en el que transcurrido un tiempo se le habría otorgado la libertad sin que ninguna de dichas novedades quede como constancia en el libro de parte diario de la institución.

Asimismo se constataron a simple vista enmiendas en el libro de parte diario de la Seccional Primera, por lo que se ordenó la realización de pericia que concluyó en que el mismo había sido objeto de adulteración en su encuadernación, además de contener enmiendas y agregados
.

Luego, David Alberto Hayes relató a María y le escribió en una carta el día 9 de enero de 2005
, que el día 2 de octubre de 2003, en la Comisaría Seccional Primera vio como a Iván le pegaban y caía desmayado en el patio de la seccional.

Miguel Angel Sanchez, escribió una carta y luego ratificó ante las señoras fiscales actuantes en ese momento que él estuvo detenido con Iván en la Comisaría Seccional Primera “hasta que se lo llevaron”. 

III. Lugar de la desaparición: 

14. Lugar en que la persona desaparecida fue detenida o secuestrada: 

El 2 de octubre de 2003, Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivadavia de la Policía de la Provincia del Chubut, Argentina.

15. Lugar en que la persona desaparecida fue vista por última vez: 

Idem 

16. Si después de la desaparición se hubieran tenido noticias de que la persona estaba detenida, sírvase indicar, de ser posible, los lugares (oficiales o no) y el período de detención, así como las fuentes de la información, en particular, los testigos que puedan haber visto a la persona desaparecida en cautiverio:

No podemos precisar el período de tiempo que Iván estuvo detenido en la Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivadavia de Policía.

Los testigos que a la fecha han afirmado haberlo visto detenido el 2 de octubre de 2003 en dicha Comisaría son:

a) David Alberto Hayes, muerto en la Alcaidía Policial de Comodoro Rivadavia el 17 de enero de 2005 mientras cumplía pena privativa de libertad y se tramitaba la protección de su vida e integridad física ante la CIDH. 

b) Miguel Ángel Sánchez, quien actualmente cumple pena privativa de libertad en Río Grande, Provincia de Tierra del Fuego, Argentina. Fue trasladado allí a su pedido en el marco de su denuncia por intimidación por parte de la Policía de la Provincia del Chubut y la solicitud de la CIDH al Estado Argentino para que procure la protección de sus derechos a la vida e integridad física por ser testigo. El traslado se concretó a fines del año 2006 en el marco de las medidas provisionales dictadas por la CorteIDH el 6 de julio de 2006.

c) Alberto Gajardo, quien se encontraba detenido en la Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivadavia de Policía, las veces que declaró ante el entonces juez de la causa como de las fiscales, afirmó “no recordar” haber visto a Iván, pero denunció en varias oportunidades que temía por su vida por ser testigo de la causa. Se encuentra alcanzado por las medidas provisionales de la Corte IDH de fecha 6 de julio de 2006. 

Luego, el Estado Argentino ha publicado fotografías que no han sido proporcionadas por sus familiares ni fueron vistas nunca por los mismos y en las cuales Iván sostiene una hoja que se evidencia que se ha borrado su contenido. Estas fotos son análogas a las que se sacan a las personas para armar los “prontuarios policiales”. Por ejemplo, la fotografía de Iván publicada a partir del 6 de marzo de 2006 en la página web de la Provincia del Chubut, en la sección Policía de la Provincia; más tarde, en septiembre de 2007, la jueza federal a cargo de la investigación seleccionó una entre tres fotografías proporcionadas por la Policía de la Provincia del Chubut –según surge de la causa judicial- y la remitió al Ministerio del Interior de la Nación. Esta es la foto con la que el Estado Argentino realiza la promoción de la recompensa a toda persona que proporcione datos sobre su paradero. En todas estas fotografías se lo ve a Iván en condiciones de desgaste físico evidente.

La pericia de ADN sobre dos collilas encontradas en la Comisaría Seccional Primera entre el 18 y 22 de octubre de 2004 dieron positivas en porcentaje de probabilidad de filiación masculina respecto de María Leontina Millacura Llaipén por maternidad. Era necesario hacer más estudios para verificar esta histocompatibilidad con una certeza mayor al 99 %, lo que no se ha hecho a la fecha.

17. Otros detalles relacionados con el lugar de la desaparición: 
Es una Comisaría de Seccional de Policía que como tal no reunió ni reúne las condiciones mínimas indispensables para albergar personas que deban cumplir con órdenes de privación de libertad, conforme normativa vigente y estándares internacionales. Los calabozos fueron clausurados a solicitud de los fiscales que actuaban en ese momento en la causa en octubre de 2004. Sin embargo, a la fecha continúan las privaciones de libertad en esa Comisaría.

En octubre de 2003, se secuestró el Libro de Parte diario de la Comisaría Seccional Primera de Policía, del que se corroboró su adulteración. En octubre de 2004, Gendarmería Nacional realizó una pericia sobre toda sus instalaciones como de la Unidad Regional de Policía, locación continua a la Comisaria. De allí se obtuvieron las dos muestras de colillas de cigarrillos que hicimos referencia
. Gendarmería Nacional también peritó el móvil 469 donde encontró escrito en espejo y con un elemento punzante en el sócalo de la puerta trasera del acompañante ‘IVAN’, es decir ‘NAVI’. 

Desde agosto de 2004, la Fiscalía actuante requirió al Poder Ejecutivo Provincial, Jefatura de Policía, se remitiera toda la documentación relacionada con las detenciones realizadas desde septiembre de 2003 en la Comisaria Seccional Primera de Comodoro Rivadavia, en especial, en caso de existir, fotografías obtenidas de Iván. Si bien remitieron alguna documentación, jamás remitieron fotografías, ni en copias ni en originales, aduciendo que no existían.      

IV. Fuerzas a las que se considera responsables de la desaparición 

18. Si la persona fue detenida o secuestrada, sírvase indicar quién lo hizo: 

En principio, funcionarios policiales de la Comisaría de Seccional Primera de Policía de la Provincia del Chubut. El turno del día 2 de octubre de 2003 estuvo integrado por las siguientes personas: Fabián Alcides Tillería, Juan Sandro Montecino, Marcelo Miguel Chemin, José Luis Bahamonde, Pablo Miguel Ruiz, Mario Alberto Gómez, Hernán Eliseo Leiva, Nicolás Alfredo Fajardo, Sergio Omar Thiers, Sebastián Florentino Sifuentes, Santiago Antonio Rodríguez, Héctor Enrique Cocha y Roberto Damián Soto.

Ello, sin perjuicio de la responsabilidad de otros funcionarios que por acción, omisión, acción por omisión hayan participado del hecho y de la negativa a dar información sobre el paradero de Iván a la fecha.
19. Si las fuerzas o los agentes que realizaron la detención o el secuestro no han podido ser identificados, indique la razón por la que cree que se trata de agentes del Estado o personas vinculadas a ellos: 

Se ha dictado a favor de las personas mencionadas la falta de mérito en la causa judicial Expte. 23.750 de la Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia en relación al delito de desaparición forzada de Iván Eladio Torres
.

20. Si la detención o el secuestro tuvieron lugar en presencia de testigos, proporcione sus nombres. Si los testigos no se identificaron o no desean dar sus nombres, indique si se trata de familiares, vecinos, testigos circunstanciales, etc.: 

Gerardo Atilio Colin y Luis Patricio Oliva, vieron a Iván por última vez antes que pasara el móvil policial 469 por la “Plaza Bitto” de Comodoro Rivadavia. David Alberto Hayes, Miguel Angel Sanchez y Luis Alberto Gajardo, se encontraban detenidos en la Comisaría Seccional Primera de Policía. Respecto de todos, a excepción de David Hayes, que lo mataron mientras se tramitaba la medida cautelar ante la CIDH
 para proteger su vida e integridad física, se dictaron a favor de sus derechos a la vida e integridad física medidas provisionales de la Corte IDH el 6 de julio de 2006 y 2 de febrero de 2008
.

Hugo Alvarez se habría suicidado el mismo día que se conocía la existencia de un testigo de identidad reservada, Diego Alvarez.

Al menos tres policías se habrían suicidado también.

David Alberto Hayes murió por herida de objeto punzante en la Alcaidía de Policía mientras cumplía pena privativa de libertad, el 17 de enero de 2005. Una semana antes escribió la carta que se transcribió ut supra. El juicio por su muerte no valoró el contenido de esta carta. Se procesó sólo a los supuestos autores materiales, uno sólo resultó condenado que ya está en libertad. Durante el juicio los testigos y los imputados manifestaron que David temía por su vida por el caso de Iván Eladio Torres. No hubo procesamiento a funcionarios policiales, ni siquiera sumarios administrativos de los que tengamos conocimiento por responsabilidad objetiva de custodia. 

Dante Caamaño, que declaró en la causa que, aunque dijo no haber visto a Iván, sí dijo que había sido golpeado por la policía de la Comisaria Seccional Primera cuando fue detenido, murió por herida de arma de fuego en mayo de 2005.

Tamara Bolívar fue violada, como ya se relató, y estuvo con orden de captura por desconocer su paradero por parte de la Excma. Cámara del Crimen de Comodoro Rivadavia en marzo de 2006, cuando ya tenía a su favor medidas cautelares dictadas por la CIDH para la protección de su vida e integridad física.

Luis Alberto Gajardo, persona homónima al testigo referenciado, fue baleado en la cabeza y su vida estuvo en peligro en el año 2006.

Valeria fue brutalmente golpeada en la Comisaría Seccional Tercera, no quisieron atenderla en el Hospital Regional de la Provincia del Chubut y hubo que mentir para que fuera atendida en un sanatorio privado. Este hecho motivó el pedido de medidas provisionales de la CIDH a la Corte IDH en junio de 2006.

Miguel Angel Sánchez que cumplía pena privativa de libertad en una Comisaría junto a un policía condenado por la ejecución extrajudicial de un joven de apellido Gramajo, fue finalmente trasladado a Río Grande, Tierra del Fuego, también a una Comisaría, a su pedido y en el marco de las medidas provisionales dictadas por la Corte IDH a su favor
.
Juan Pablo Caba, pareja de Valeria y papá de Evelyn, sobrina de Iván, estuvo privado de libertad por prisión preventiva en la Alcaidía de Comodoro Rivadavia hasta que, a fines de 2006, supuestamente se habría fugado junto a otros internos. En los diarios se publicaba que esto, en realidad, había sido fruto de una interna policial. Recapturado en la Provincia de Neuquén, Argentina, y luego trasladado a la Unidad Penitenciaria U6 de Rawson, Provincia del Chubut, fue objeto de apremios ilegales. Fue visitado por un médico particular, quien realizó un informe grabado y filmado con tel. celular que fue remitido a la Corte IDH en el marco de las medidas provisionales. Contemporáneamente, surge del informe del entonces Procurador Penitenciario Federal, Francisco Mugnolo, se prohibía en el país ingresar a cualquier establecimiento penitenciario con celular y/o cámaras a los defensores. Juan Pablo fue absuelto del hecho que se lo procesaba y por el que cumplía prisión preventiva. 

Walter Mansilla, según informara el Estado Argentino, falleció el 1° de junio de 2007. A María le informaron que había fallecido unos días antes. Según el libro de la morgue del Hospital Regional ingresó el 1° de junio como ‘NN’. Se había requerido por parte de la Corte IDH a Argentina la protección de la vida e integridad física de Walter. Era indigente y vivía en la calle. No se logró que el Estado adoptara una sola medida ni a su favor ni a favor del resto de los beneficiarios que están en igual situación.

Las familias Torres y Hayes viven con custodia domiciliaria cumplida por Prefectura Argentina, fuerza de seguridad federal, sin perjuicio de los reparos que hemos planteado respecto de esta medida y su forma de implementación.

21. Si existen pruebas escritas de la detención, sírvase describirlas (orden de detención, comunicados o constancias oficiales, cartas, etc.): 

A más de lo ya relatado, existen dos cartas manuscritas, una por David Alberto Hayes y otra por Miguel Ángel Sánchez que relatan la presencia de Iván en la Comisaria Seccional Primera de Policía. Este último ratificó su carta en diversas declaraciones posteriores. La carta de David no ha sido peritada a la fecha por no haberse garantizado la imparcialidad de un proceso. María Millacura visitó a Hayes en la Alcaidía en dos oportunidades en el transcurso del mes de enero, una de esas veces en compañía de Valeria Torres y existen testigos que refieren conocer que le dio una carta
, entre ellos, su madre, Sonia Campos de Hayes.
22. Si se realizó algún registro del domicilio, la oficina o el lugar de trabajo de la persona desaparecida o de cualquier otra relacionada con ella, antes, durante o después de la desaparición, sírvase indicarlo y describirlo:  

En octubre de 2004, Gendarmería Nacional también peritó las escrituras que se encontraban en el domicilio de Iván.
23. Si alguien fue interrogado acerca de la persona desaparecida por agentes de los servicios de seguridad, agentes de otros organismos estatales o personas relacionadas con ellos, antes, durante o después de su detención o desaparición, sírvase indicarlo y proporcionar la información de que disponga sobre dicho interrogatorio: 

María Leontina Millacura Llaipén, Valeria Torres, Walter Marcos Mansilla, Cristian Eduardo Gamin, Gerardo Atilio Colin, Luis Patricio Oliva, Diego Alvarez, Tamara Elizabeth Bolivar.
  

David Alberto Hayes –fs. 242/vta.- manifestó que … lo cruzó -a Iván- estando preso en la Comisaría Seccional Primera de Policía a fines del mes de septiembre del año 2003 sin poder precisar cuándo en ese momento ni cuánto tiempo estuvo preso; también relató que Iván le comentó que habían “un par de verdugos que lo cascaban” y que si bien nunca le dio detalles de identidad de esas personas, se notaba que eran siempre los mismos que lo traían detenido. 

Miguel Angel Sánchez –fs. 198/199, 485/486, 1617/1618vta., 2408/vta.-, … indicó luego que se le exhibiera una fotografía de Iván que recordaba la cara por haberlo visto como detenido en la Seccional Primera, sin poder precisar cuándo pero sí que “era de día”. También describió el tatuaje de Iván en los dedos de la mano, una letra de su nombre en cada dedo.

Sonia Edith Campos de Hayes, mamá de Iván, declaró en marzo de 2005 luego de la muerte de su hijo y manifestó que ella personalmente compró litros de lavandina para limpiar.

Corresponde señalar que en el año 2004 se creó una Unidad Especial de Investigación de la que participaron Eduardo Arizaga y Alejandro Mejías Fonrouge, adscriptos a la tarea por parte de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación en su carácter de investigadores. Durante su trabajo en Comodoro Rivadavia en julio de 2004 proyectaron un auto de procesamiento que bosquejaron para los fiscales actuantes pero que nunca se convirtió en documento. El año pasado, 2007, declararon ante la Jueza Federal en la causa N° 7020.

V. Actuaciones judiciales o de otra índole instruidas en el país en favor de la persona desaparecida 

A. Hábeas corpus, amparo u otro recurso similar 

24. Naturaleza de las actuaciones: 
Hábeas Corpus 

25. Fecha: 

Presentado el 27 de octubre de 2003

26. Tribunal: 

Juzgado de Instrucción N° 1 de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia del Poder Judicial de la Provincia del Chubut

27. Resultado (fecha y naturaleza): 

Se dispuso el archivo en abril de 2004

28. Si se pronunció una decisión judicial, sírvase indicar su contenido, si fuera posible: 

No se dictó ninguna decisión judicial.

B. Denuncias penales 

29. Naturaleza de las actuaciones: 

Denuncia ante la Comisaría Seccional Primera de Policía de Comodoro Rivadavia. Luego, constitución en querellante en la causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/dcia. Desaparición de persona”, Expte. 1138/03 del Juzgado de Instrucción N° 2 de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia del Poder Judicial de la Provincia del Chubut. En esta oportunidad, el 5 de noviembre de 2003, solicitamos la recaratulación de la causa por desaparición forzada conforme Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

Luego tramitó ante el Ministerio Público Fiscal de la Provincia del Chubut, Expte. N° 142/04.

30. Fecha: 

La denuncia ante la Comisaría Seccional Primera la realizó María a partir del 3 de octubre de 2003 y se la tomaron por escrito el 14 de octubre de 2003 luego que ella concurriera a la prensa y la noticia saliera en los diarios. La constitución en querellante se realizó el 5 de noviembre de 2003.

31. Tribunal:

Originalmente, Juzgado de Instrucción N° 2 de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia del Poder Judicial de la Provincia del Chubut. Luego Ministerio Público Fiscal. 

32. Resultado (fecha y naturaleza): 

En el marco del Expte. N° 142/04 realizamos desde la querella un planteo de declinatoria de competencia a favor de la justicia federal, en el entendimiento que el delito de desaparición forzada de persona resulta de esa competencia y no provincial. Hubo sucesivas apelaciones que provocaron un recurso de casación ante el Superior Tribunal de Justicia del Chubut. El Expte. Terminó radicado ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación desde principios del año 2006.

Ante este planteo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó Sentencia el 13 de marzo de 2007, pasando las actuaciones al Juzgado Federal de Primera Instancia de Comodoro Rivadavia, causa N° 7020 caratulada: "Millacura Llaipen María Leontina s/dcia. Desaparición Forzada de persona". 

33. Si se pronunció una decisión judicial, sírvase indicar su contenido, si fuera posible: 

La Jueza Federal de instrucción dictó Sentencia de sobreseimiento el 15 de octubre de 2007.

Ante esta decisión que evidenció la clara determinación del Estado de mantener este caso y sus conexos en la impunidad, presentamos el escrito denominado MANIFIESTA, que adjuntamos.

Como ya se ha referenciado ut supra, la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, en fecha 28 de febrero de 2008, en causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750, revocó el sobreseimiento dictado por la magistrada en la causa n° 7020 por cuanto “… se advierte que para resolver la cuestión, la sentencia de grado gravita sobre varias premisas de signo contradictorio, culminando por afectar el razonamiento que lleva a la conclusión en estudio. Primero señala la ausencia de elementos que permitan acreditar la participación de los imputados en el hecho, seguidamente concluye en que en tal caso los hechos no serian subsumibles en la figura internacional de desaparición forzada de personas según art. 2 de la ley 24.556, inmediatamente indica que no descarta que la ausencia de Torres pudiera ser el resultado de una desaparición forzada conformada por presupuestos fácticos distintos que a futuro pudieran devalarse. Pese a lo expuesto termina resolviendo la situación procesal mediante la hipótesis de sobreseimiento estipulada en el inc. 2, del art. 336, es decir “el hecho investigado no se cometió”; cuando para similar imputación fáctica en el caso de los indagados Jorge Alejandro Bahamonde, Nicolás Alfredo Fajardo, Sergio Omar Thiers, Sebastián Florentino Sifuentes, Santiago Antonio Rodríguez, Héctor Enrique Cocha y Roberto Damián Soto la desvinculación llega por vía del inc. 4to., es decir “el hecho no fue cometido por el imputado”.

Por ello dictó falta de mérito por el delito de desaparición forzada de Iván Eladio Torres de Fabián Alcides Tillería, Juan Sandro Montecino, Marcelo Miguel Alberto Chemin, José Luis Bahamonde, Rosana Elizabeth Soler, Pablo Miguel Ruiz, Mario Alberto Gómez, Hernán Eliseo Leiva, Jorge Alejandro Bahamonde, Nicolás Alfredo Fajardo, Sergio Omar Thiers, Sebastián Florentino Sifuentes, Santiago Antonio Rodríguez, Héctor Enrique Cocha y Roberto Damián Soto.
 

Al día de hoy no hay ninguna persona procesada a pesar de esta Sentencia.

C. Otras medidas adoptadas en el plano nacional (cartas, peticiones, etc., a las autoridades civiles o militares, gestiones entre las mismas, etc.) 

Ante la CIDH, en el año 2006, hemos presentado todo un Capítulo destinado solo a las gestiones extrajudiciales realizadas para buscar a Iván.
Acompañamos un gráfico de las gestiones más importantes realizadas hasta marzo de 2006.

Desde entonces, podemos resaltar las siguientes gestiones no judiciales:

· 24 de marzo de 2006 invitación de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora a la marcha por los 30 años del Golpe Militar en Buenos Aires

· en abril de 2006 participamos de un taller organizado por CEJIL, “Construyendo los derechos del niño en las Américas”, conjuntamente con la Asociación Grupo Pro Derecho de los Niños

· 2 de octubre de 2006 marcha por los 4 años de la desaparición de Iván en Comodoro Rivadavia con Patricia Walsh, Rosa Bru y Madres del Dolor

· 20 de junio de 2007 presentación del caso en la Cátedra Libre de Derechos Humanos de la Universidad Nacional San Juan Bosco
· 4 de abril de 2008 conferencia en la Universidad Nacional San Juan Bosco de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, Nora Cortiñas y Mirta Baravalle, con la participación de la Asociación Grupo Pro Derecho de los Niños
VI. Medidas adoptadas en el plano internacional en favor de la persona desaparecida 

34. Organizaciones a las que se han dirigido: 

Podemos mencionar las siguientes, entre otras:

a) Comisión Interamericana de Derechos Humanos, formulario presentado el 14 de noviembre de 2003. 

b) Corte Interamericana de Derechos Humanos 

c) CELS, que presentó un amicus curie tanto en el Caso N° 12.533 como en las medidas provisionales e incluyó el caso en su Informe Anual de 2007.

d) Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora

e) Abogados sin Fronteras

f) Federación Internacional de Derechos Humanos

g) Observatorio Internacional de Penitenciarias

h) UNICEF, Amnistía Internacional

i) Estado de Chile

35. Fecha: 

a) 14 de noviembre de 2003 a CIDH y medidas cautelares 10 de enero de 2005

b) 20 de junio de 2006 la CIDH solicita a la Corte IDH

c) CELS desde fines de diciembre de 2003

d) desde fines de diciembre de 2003 MPMLF

e) fines de enero de 2005 a Abogados sin Fronteras

f) octubre de 2004 a FIDH

g) 2004 OIP

h) 11 de noviembre de 2003 a UNICEF, Amnistía Internacional en el Foro Social Mundial 2005

i) octubre de 2004 Estado de Chile

36. Resultado (fecha y naturaleza):

a) CIDH:


- Informe de Admisibilidad N° 69/05 en el Caso N° 12.533, ahora en etapa de fondo, 
el 12 de octubre de 2005


- Medidas Cautelares el 18, 21 y 25 de enero de 2005


- Solicitud de medidas provisionales a la CorteIDH el 20 de junio de 2006

b) Corte IDH:


- Medidas Provisionales de fecha 21 de junio de 2006, 6 de julio de 2006 y 6 de febrero 
de 2008

c) Abogados sin Fronteras: 


- Denuncia personal realizada por Verónica Heredia a Francoise Mathe y Slim Ben Anchur en relación al caso, en especial de la situación de peligro que diera lugar a la adopción de las medidas cautelares de la CIDH a favor de las abogadas de la causa, Silvia de los Santos y Verónica Heredia, sin respuesta a la fecha

d) FIDH:


- Exposición del caso ante el Congreso organizado por la FIDH en Hotel Castelar, Buenos Aires, octubre de 2004, en el que se encontraba presente el Presidente de la FIDH, Capurro. Sin respuesta a la fecha 


- Denuncia personal realizada por Verónica Heredia a Vicepresidente de la FIDH, en enero de 2005 en el marco del Foro Social Mundial de Porto Alegre, Brasil. Sin respuesta a la fecha

e) OIP:

- Ante su directora Graciela Dubrez. Realizó la denuncia ante el Comité de Derechos Humanos de la ONU.

f) CEJIL:


- El 10 de enero de 2008, ante el pedido de la señora María, viajó a Comodoro Rivadavia su Directora Regional, Liliana Tojo. Trabajamos en el posible planteo de estrategias conjuntas.

g) Estado de Chile:


- Se realizó presentación ante el Consulado de Chile en la ciudad de Comodoro Rivadavia, sin respuesta a la fecha.


- En junio de 2005, se presentaron ante Cancillería de Chile en la ciudad de Buenos Aires las medidas cautelares dictadas por la CIDH. Sin respuesta a la fecha

VII. Casos conexos de detención o desaparición, incluidos los de familiares desaparecidos de niños 

37. Sírvase indicar los nombres y relatar lo sucedido, con inclusión de fechas y lugares: 
a) En la ciudad de Comodoro Rivadavia, Provincia del Chubut

Al momento de presentar el formulario de denuncia ante la CIDH se numeraron los siguientes casos de desapariciones, al menos, involuntarias:

· Alejandra del Carmen Sales, edad: 14 años, desapareció el 07/04/94 (última 
publicación Diario Crónica, 20/10/03)

· Mónica Elizabet Acuña, edad: 21 años, desapareció el 20/07/97( última 
publicación Diario Crónica, 20/10/03)

· Miguel Angel Linares, edad 24 años, desapareció una madrugada el 
09/02/98 (última publicación Diario Crónica, 26/10/03)

·  Miguel Angel Bayon, Eduardo Santana, Marcelo Olmos (mayores de 18 años), 
Javier Gallegos y Juan D. Bayon (15 años), denuncian ante el juzgado de 
instrucción penal la golpiza de la policía, del 28/02/99

· Benjamin Pairo, edad: 73 años. Desapareció el 08/08/99 (Ultima publicación diario 
Crónica 26/10/03)

· Silvia Mabel Picon, edad: 27, desapareció el 11 de enero del 2000 tras salir de 
su trabajo como cajera de la sucursal del supermercado “La Anonima”. Ultima 
publicación diario Crónica 26/10/03 

· Luciano Emanuel Velasquez, edad: 3 años, desapareció el 20/10/96, en un 
camping de Sarmiento. (última publicación Diario Crónica, 20/10/03)

· Adolfo Enrique Sandoval Farias, edad: 32 años, desapareció en el año 1995 
(última publicación Diario Crónica, 20/10/03)

· Hernan Enrique Soto, edad: 10 años, desapareció en enero del año 1997, en el 
predio del Camping San Carlos (última publicación Diario Crónica, 20/10/03)

· Marta Altamirano denuncia ante fiscalía la golpiza policial de la seccional 
sexta. (última publicación Diario El Patagonico, 23/04/03)

· Miguel Ayala, edad: 23 años, denuncia ante fiscalía la golpiza policial de la 
seccional quinta. (Diario El Patagonico, 28/ 04/03)

· Marcos Ayala, edad: 21 años, denuncia ante fiscalía la golpiza de la seccional 
quinta. (Diario El Patagonico, 28/04/03)

· Jorge Pineda, edad: 18 años, denuncia ante fiscalía la golpiza de la seccional 
quinta. (Diario El Patagonico, 28/04/03)

· Carmen Pineda: Denuncia públicamente amenaza de muerte por parte de la policía 
de la seccional quinta (Diario El Patagonico, 29/04/03) 

· José Barro, Edad: 22 años, denuncia públicamente apremios ilegales en la 
seccional sexta. (Diario El Patagonico, 29/04/03)

· Ariel Eduardo Quiroga, Edad: 16 años, denuncia públicamente apremios ilegales 
en la seccional sexta. (Diario El Patagonico, 29/04/03)

· Juan Mansilla: denuncia ante fiscalía el maltrato policial de tres familiares 
directo. (Diario Crónica, 03/05/03)

· Juan Mansilla: denuncia públicamente haber recibido amenazas de muerte 
telefónicamente por parte de policía (Diario Crónica, 03/05/03)

· Maria Curillan: denuncia públicamente maltrato de su hijo detenido Miguel 
Baeza (Diario Crónica, 03/05/03).

A la fecha se han sumado muchas más.

Ampliamos en febrero de 2006 en el escrito ‘Observaciones’ ante la CIDH ya citado, en el capítulo de lo que denominamos la VIOLACION SISTEMATICA DE LOS DERECHOS HUMANOS POR PARTE DE LA POLICIA DE LA PROVINCIA DEL CHUBUT EN LA CIUDAD DE COMODORO RIVADAVIA. Allí se dijo:

Desde 1993 el Grupo
 observa los reiterados y crecientes episodios de violencia y procedimientos que comprenden el accionar de la policía como violatorio de derechos, sobre todo, niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos de sectores populares y/o empobrecidos de la sociedad de Comodoro Rivadavia.

Entre ellos, la policía detiene a personas que no se encuentran en flagrante delito y sin orden de autoridad competente, en especial, cuando se trata de niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos que deambulan en la calle
. Estas detenciones no siempre se registran. Cuando se registran, se hace al amparo de la Ley 815 que permite la detención de personas por un lapso de hasta 10 horas por “averiguación de antecedentes y medios lícitos de vida”; o bien al amparo de códigos contravencionales. Incluso en estos casos no siempre existe comunicación inmediata con familiares, asesores, defensores, fiscales o jueces.

En este marco destacamos el caso de tortura de MARIANO EDUARDO HARO, defensa que ha llevado adelante Verónica Heredia con el apoyo de Nora Cortiñas y Mirta Baravalle, Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora. 

Mariano, es un joven de 24 años de edad, que fue condenado por lesiones graves y homicidio simple. En el episodio de las lesiones graves, la propia víctima declaró ante el Tribunal del Juicio, que Mariano no era quien lo había lesionado pero, como los policías preventores actuantes afirmaron ante el Tribunal que ellos ‘habían escuchado a la víctima decir que había sido Haro’, igualmente lo condenaron por esas lesiones.

En el episodio del homicidio, no existe un solo testimonio ni una sola prueba que sindique directamente a Mariano como el autor del disparo que terminó con la vida de la víctima. Igualmente, fue condenado por este homicidio.

Oportunamente, al momento de tomar el caso en la instancia del recurso de casación, solicitamos la nulidad del proceso por ausencia de defensa técnica, ya que los defensores actuantes no ofrecieron una sola prueba de descargo, no formularon preguntas durante el debate y al momento de los alegatos, confundieron las causales de inimputabilidad con las condiciones personales de imputado

.

Sin prueba en su contra y sin defensa técnica, fue condenado a 12 años de prisión. 

A Mariano, el 17 de noviembre de 2003, día de su cumpleaños, le cortaron los testículos y el cuello mientras cumplía su condena
 en la Comisaria Seccional Segunda de la ciudad de Comodoro Rivadavia.

El padre de Mariano denunció al personal policial de esa seccional ante la Fiscalía de Comodoro Rivadavia, pero la denuncia se encuentra archivada por orden del Fiscal Jefe de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia, Carlos MORENO, quien no encontró delito alguno, previa certificación del médico forense afirmando que lo sucedido a Mariano se trató de ‘un episodio psicótico’ donde se autolesionó. A esto se le suman los testimonios de los propios policías, que por supuesto, atestiguaron que Mariano se había cortado él mismo los testículos con el asa de una pava
.

Fue trasladado por la Justicia de la Provincia del Chubut a la Unidad Nro. 20 del Hospital BORDA
, donde los especialistas de dicho nosocomio solicitaron a la Excma. Cámara la externación de Mariano, ya que no padecía de ninguna enfermedad que justificara su internación en un centro psiquiátrico. Se visitó a Mariano con médicos especialistas a propuesta de Nora CORTIÑAS junto a gestiones realizadas con el senador de la Provincia del Chubut, Norberto MASSONI, y ante el Secretario de Política Criminal y Servicio Penitenciario de la Nación, Alejandro SLOKAR.

Por ello, el 5 de noviembre de 2004, fue trasladado a la Unidad Penitenciaria Nro. 15, en la ciudad de Río Gallegos
. A partir de allí, ya en enero de 2005, comenzaron a sancionarlo con días de detención en celdas de aislamiento hasta que finalmente el 4 de julio de 2005, se dispuso su traslado a la Unidad Penitenciaria Nro. 6, en la ciudad de Rawson
. Todas estas penas fueron resistidas judicialmente por ausencia de defensa técnica y luego confirmadas por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut
.

Por gestiones realizadas junto a Nora CORTIÑAS, Alejandro SLOKAR, el 7 de septiembre de 2005 se dispuso nuevamente su traslado a la Unidad Penitenciaria Nro. 15 de Río Gallegos, Provincia de Santa Cruz. El 6 de abril de 2006, fue nuevamente trasladado a la Unidad Penitenciaria Nro. 6 de Rawson. Esto motivó la presentación de un habeas corpus correctivo a su favor, que fue resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación
. 

Actualmente se encuentra en la U6 de Rawson con un diagnóstico realizado el 7 de diciembre de 2008 de Trastorno persistente de la personalidad tras experiencia catastrófica, código del CIE-10 de la OMS, Clasificación Internacional de Enfermedades de la Organización Mundial de la Salud, F62.0. El Licenciado ZOROASTRO, afirma: 
El complejo armazón sintomatológico del paciente, no solo es el típico que se describe en el manual referido, sino que coincide notoriamente con toda la casuística teorica revisada y atendida clínicamente por el firmante, de personas atormentadas y torturadas, proveniente de los lugares de detención ilegal de la Dictadura Militar entre 1976 y 1983.

El arresto domiciliario solicitado para proteger su vida fue denegado y se encuentra hoy recurrido. 

Como corolario de un primer Informe realizado por la Excma. Cámara sobre causas puntuales, el Superior Tribunal dictó el Acuerdo Extraordinario N° 3382
 de fecha 20 de mayo de 2004, en el marco de la causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ denuncia” (Expte. 19.379/03); en algunas causas se llega a la siguiente conclusión: 

Juzgado de Instrucción N°1:

“Santana, Eduardo Javier s/ vejaciones” (Expte. 1344/99). Análisis: “resulta evidente el incumplimiento de los términos rituales, existiendo parálisis en la tramitación por periodos cercanos a los dos años, que no tienen justificación aparente alguna y otros de un año debido a la reticencia de los citados agentes del orden a comparecer a proceso, situación que debió ameritar, oportunamente una decisión terminante por parte del Magistrado”

“Alvarez, Hugo s/ suicidio” (Expte. 2012/03). Análisis: “En esta causa se observa que no se cumplió con los términos procesales que imponen los Arts. 109, 161, 162 y ccs. Del CPP, ya que las actuaciones se decepcionaron en el juzgado el 15/11/03 y se proveyó el 19/2/04; particularmente teniendo en cuenta que de este decreto se desprende que el Juez de Instrucción ordenó la instrucción “para el conocimiento de la verdad sobre el hecho, sus autores y partícipes e investigase el daño causado por el delito”, o sea que aplicó el art. 173 1° párrafo del CPP, lo que parece indicar que en este punto no ha seguido el mismo temperamento adoptado en la causa vinculada a la presente (Expte. N° 1946/03) en la que ordenó su archivo, como lo autoriza el art. 173 2° párrafo, CPP, cuando el “hecho no constituya delito”

Juzgado de Instrucción N°2:

“Seccional 1° s/ desaparición de persona” (Expte. N° 1115/99). Conclusiones: “Se nota una investigación policial activa, se han tomado medidas atinadas y recibido el sumario en el Juzgado y sin perjuicio, de no haber personas implicadas se evidencia una falta de prontitud y eficacia en la investigación, limitándose a la recepción de declaraciones testimoniales. Abruptamente se produce un lapso en la actividad judicial de dos años, dos meses y ocho días sin razón alguna que justifique interrumpir la investigación. No se han realizado inspecciones con elementos científicos en el predio delimitado entre la vivienda del desaparecido, la casa de su hija Fidelia y el tanque de agua, lugar en el que muchos coinciden que era el único al que el hombre concurría en busca de leña. No hay actividad Fiscal”.

“Altamirano, Marta Edith s/ denuncia apremios ilegales” (Expte. N° 174/03). Los hechos que motivan la investigación instructoria se relacionan con el accionar de funcionarios policiales, el día 21/4/03 en horas de la noche, en perjuicio de Juan Carlos Vargas, víctima de violencia policial en el momento de su aprehensión como también en dependencias de la seccional 6° de Comodoro Rivadavia. Conforme el informe de la Cámara a f. 22/23 corren agregadas fotocopias certificadas de los originales del parte diario Nro. 8 de la Seccional 6° correspondiente al día 21/4/03, turno de 21:45 a 06:45 hs.. Entre otros datos de interés del parte surge que a las 0:30hs se registra el ingreso del ciudadano Juan Carlos Vargas a la dependencia policial en averiguación de los delitos de daño, amenaza, atentado, resistencia y lesiones a la autoridad; asimismo a la hora 01:20 se dejó constancia de la presencia en la dependencia policial del Dr. Herrera, Juez de Instrucción N°2, quien se retiró a las 02:55hs. junto con el médico policial, Dr. Segura. Y a las 04:20 se dejó constancia que recupera la libertad el ciudadano Juan Carlos Vargas por orden del Juez. Conclusiones: “Habiendo transcurrido ya mas de nueve meses desde que tuvieron lugar los hechos que son motivo de investigación puede advertirse en líneas generales que a la fecha se encuentran pendientes de realización numerosas medidas que podrían ser conducentes a los fines de la instrucción … también es dable observar que no se han cumplido los términos procesales que imponen los art. 109, 161, 173 y ccs. Del CPP, toda vez que el requerimiento fiscal de instrucción que se presentó ante el Tribunal con fecha 23/4/03 fue proveído favorablemente el 16/5/03, sin que exista constancia de ninguna causal que impidiera que las actuaciones se llevaran a cabo en tiempo y forma. También se advierten demoras injustificadas en el trámite seguido con posterioridad, cuando por ejemplo la constitución de querellante adhesivo y actor civil es de fecha 10/6/03 y se lo tiene por constituidos el 30/6/03; luego de decepcionarse las declaraciones testimoniales el día 3/7/03, recién se vuelve a proveer la realización de la de Juan Carlos Vargas con fecha 8/8/03; y la presentación del Ministerio Fiscal de fecha 24/11/03 recién se provee el 19/2/04”.

“Mansilla, Beatriz y otros s/ denuncia apremios ilegales” (Expte. N° 282/03). Los hechos motivos de la investigación instructoria se relacionan con el accionar de funcionarios policiales el día 24/4/03 en perjuicio de los denunciantes Miguel Angel, Marcos Eduardo y Jorge Alberto AYALA, víctimas de violencia policial en dependencias de la Secc. 5° de Comodoro Rivadavia. Al igual que en la causa referida en el párrafo anterior, de las constancias de las actuaciones, surge que a las 00:00h del día 26/4 se hizo presente en la dependencia policial el Juez de Instrucción N°2, Dr. Herrera, quien se retiró a las 0:55 hs “sin novedad”. Conclusiones: “Habiendo transcurrido ya más de nueve meses desde que tuvieron lugar los hechos que son motivo de investigación, puede advertirse en líneas generales que a la fecha se encuentran pendientes de realización numerosas medidas que podrían ser conducentes a los fines de la instrucción … es dable observar que no se han cumplido los términos procesales que imponen los art. 109, 161, 173 y ccs. Del CPP, toda vez que habiendo quedado radicadas las actuaciones en el Juzgado de Instrucción por primera vez, con fecha 2/5/03, el requerimiento fiscal de instrucción recién se presentó ante el Tribunal con fecha 23/6/03; luego de éste proveído favorablemente el 29/7/03, sin que exista constancia de ninguna causal que impidiera que las actuaciones se llevaran a cabo en tiempo y forma. En particular, debe tenerse presente que el art. 33 del ritual dispone que en aquellos casos en que se encuentra en discusión la competencia del juzgado interviniente, esta cuestión siempre debe debatirse “sin perjuicio de realizar los actos urgente de instrucción”. También se advierten demoras significativas en el trámite seguido con posterioridad, cuando por ejemplo, luego de decepcionarse algunas declaraciones testimoniales el día 4/9/03, recién se vuelve a proveer la realización de la que se encontraban pendiente, con fecha 14/10/03. Y más adelante, a partir del día 17/12/03, no se registra ninguna actividad procesal”.

“Acuña, Mónica Elizabeth s/ privación ilegítima de la libertad” (Expte. N° 10.264). Conclusiones: “Como ya se destacar en el análisis final del control efectuado con anterioridad, a poco de ocurrido el hecho, puede advertirse que el trámite de la causa se ha desarrollado en líneas generales con una permanente actividad por parte del órgano juridisccional-testimoniales, allanamientos, pericial, pedidos de informe, etc.-, con una investigación en la que han colaborado distintas fuerzas de seguridad (bgr. Policía federal, gendarmería nacional, prefectura naval, aparte de la labor propia de la policía provincial). Se han solicitado las correspondientes prórrogas a la Excma. Cámara de Apelaciones, como lo dispone el art. 183 del código procesal penal, las que fueron concebidas, conforme surge de la reseña efectuada. Es en la fase crítica donde se producen las desprolijidades, en primer término, al omitirse correr la vista prevista en el art. 304 del ritual a la querella, que generó la invalidez del proveído que ordenara las vistas. Con posterioridad a ello, la inobservancia de la Sra. Fiscal de grado, al formular el requerimiento de elevación a juicio, sin fijar el hecho en forma clara precisa y circunstanciada, y de calificarlo legalmente, omisiones éstas que la propia ley sanciona con nulidad expresamente, por lo que así se pronunció este Tribunal. La copia del decisorio que declara su nulidad, se agrega también a la presente y corresponde remitirse a su contenido toda vez que allí se detalla valoración de la fase instructoria. A partir de su remisión al juzgado de instrucción N°2 para que se profundice la investigación –septiembre de 2002-, el trámite no se ha detenido pero ha avanzado en forma más lenta y, sobre todo, da la impresión que se insiste siempre en la misma hipótesis de trabajo: la intervención de los imputados Jorge Luis Vera, Andrés Humberto Gavilán, y Héctor Rafael Vargas (ahora fallecido) en el hecho, exclusivamente a través de la recepción de testimonios muchas veces contradictorios entre sí, lo que determina que no se logre en definitiva ningún avance sustancial. En cambio, continuan sin practicarse las medidas investigativas tendientes a localizar el cuerpo de la desaparecido, por ejemplo, a partir del nuevo testimonio prestado por Mónica Ivonne Chodil de Acuña a fs. 1529bis/1530”. 

“Linares, Miguel Angel s/ desaparición” (Expte. 9720/98) Análisis: “Mas allá del incumplimiento notorio de los términos rituales, remisiones improcedentes a la autoridad policial a efectos de profundizar la investigación, la cual por momentos no parece dirigida por el Magistrado actuante o aun el Ministerio Fiscal, no se han ordenado diligencias atinentes a continuar la senda de datos incorporados al expte., aún los que dan cuenta de supuestas apariciones de Linares luego de la fecha de su presunto extravío, incluso una decisión relativa a la conclusión de la investigación en caso de considerarse que se han agotado sus causes”.

Juzgado de Instrucción N° 3 
“Sec. Mosconi s/ investigación desaparición menor Enrique Hernán Soto” (Expte. N° 5686/97). Análisis: “En este caso se presentan dificultades relacionadas con el contexto de la desaparición, caracterizada por un sitio sumamente concurrido, lo cual igualmente no ha permitido la identificación d personas que pudieran aportar datos de relevancia, lindante con zonas rurales, en las que a pesar del hallazgo de un rastro que podría pertenecer al menor, todas las circunstancias apuntadas han dificultado encaminar la pesquisa a pesar de la disposición de medidas a tal efecto”.

“Picón, Silvia Mabel s/ desaparición” (Expte. N° 54/00). Conclusiones: “Se desprende del análisis de la presente causa que a fin de lograr dar con el paradero de la desaparecida Picón se practicaron amplias y numerosas diligencias, con un trabajo minucioso por parte del personal policial de las Cria. Mosconi, de la Brigada de Investigaciones, con apoyo de los Sres. Jueces de Instrucción que ya sea por tratarse del periodo de feria o por subrogancia debieron intervenir, ordenándose los allanamientos, registros domiciliarios, de vehículo o rastrillajes que se solicitaron. Lo que se vislumbra en la presente es un falta de prolijidad respecto del orden cronológico de agregación de las actuaciones que se fueron decepcionando en Secretaría, lo que hace difícil la lectura de los autos, para seguir un relato histórico y lógico de los acontecimientos. Asimismo se aprecia la falta de notificación a la Defensora General cuya participación se ordenara en el primer acto de instrucción, como así la falta de participación activa del Ministerio Fiscal. Dentro de las desprolijidades puede señalarse la falta de firma de S.S. interviniente (fs. 147), falta de cargo de recibido en diversas actuaciones diligenciadas u oficios solicitando se ordenen medidas, firmas sin sello aclaratorio, firmas que no se condicen con el sello que las aclara. Siguiendo con el análisis y dado la cantidad de testigos que han brindado sus dichos a la prevención, los mismos no han sido citados al Juzgado a fin de ratificarlos, en otros casos no se ha profundizado la investigación en torno a los datos aportados por algunos, no habiéndose resuelto de alguna manera la demora que se desprende entre la declaración de la testigo Quijada el 27 de octubre de 2002 y la siguiente testimonial obrante a fs. 301 del 16 de diciembre de 2003. En lo que se relaciona con las últimas diligencias ordenadas a partir del 16/12/03, resta resolver por sí o no la solicitud de cateo y allanamiento de la gomería efectuado por la Fiscal a fs. 304 y lo solicitado por el Crio. Bustos por oficio N° 28/04 de fecha 4/2/04 de fs. 319. En lo que respecta a la aparición de la versión del matrimonio Noblega, éste aparece por dichos de intercero “Calderón” dato del 21/1/00 sin que esta persona haya sido citada a prestar declaración testimonial, como así desde fs 115 de autos a fs. 304 a solicitud del Sr. Fiscal nada se hizo para lograr el efectivo comparendo y testimonio de los nombrados. Cabe agregar que, de las circunstancias que surgen de la denuncia efectuada por el Sr. Néstor Roque Sales, última persona que vio con vida a la Sra. Silvia Mabel Picón, se traslucen datos puntuales que, al ser confrontados con el resto de las pruebas colectadas en el sumario, permiten hacer hincapié en que la investigación debía profundizarse o direccionarse hacia el denunciante en virtud de lo contrapuesto de aquéllas con lo hasta hoy investigado”.

“Mansilla, Juan Carlos s/ Dcia. Amenanzas anónimas” (Expte. N° 5020/03). Análisis: “Más allá del incumplimiento de los términos procesales (art. 109 del CPP), surge de lo actuado la no profundización de la investigación, no sólo respecto por lo manifestado por el denunciante, en orden a un episodio protagonizado por sus familiares y agentes policiales sino aún en lo más elemental, que los informes que se solicitan sean evacuados en términos claros. La reserva de las actuaciones se presenta en tales términos, como prematura”.

“Barra, José Abelardo – Quiroga Maria Alejandra s/ denuncia apremios ilegales” (Expte. N° 4966/03). Análisis: “Además del incumplimiento de términos procesales (art. 109 del rito), se advierte cierta morosidad en ordenar medidas de investigación y en analizar las  pruebas recabadas, lo que ha impedido hasta el momento el avance del trámite de la presente, sin profundizar más en este aspecto, debido al rol del trámite de la presente, sin profundizar más en este aspecto, debido al rol de tribunal de juicio que ostenta este cuerpo”.

Atento el informe de la Excma. Cámara en lo Criminal de Comodoro Rivadavia, el Superior Tribunal de Justicia, con fecha 5 de marzo de 2004, decidió oficiar nuevamente para que este Tribunal informara detalladamente sobre toda causa obrante en los Juzgados de Instrucción Nros. 1, 2 y 3  de esa ciudad, con una antigüedad no superior a los cinco (5) años, en la que se hubiesen denunciado desaparición de personas, como así también en aquellas donde se hubiesen denunciado apremios, vejaciones, severidades o amenazas por parte de personal policial. Cumpliendo con lo ordenado, la Cámara del Crimen remitió al Superior Tribunal el relevamiento de los últimos cinco años realizado en los Juzgados de Instrucción de la ciudad de Comodoro Rivadavia en tres carpetas identificadas como “Juzgado de Instrucción N° 1”; “Juzgado de Instrucción N° 2” y “Juzgado de Instrucción N° 3” de donde surgieron las siguientes conclusiones:

--- De la carpeta correspondiente al Juzgado de Instrucción N°1, surge que de un total de 63 causas inspeccionadas, mas de un 50% registran parálisis en el trámite por períodos que van aproximadamente de uno a cuatro años, sin que exista justificación alguna, mas allá de haberlas encontrado traspapeladas. Asimismo, conforme se lee en el informe de la Cámara, existen algunas causas sin foliar, constancias de desglose y agregación de documentación sin firma y proveídos del juez ordenando se tome declaración testimonial, sin firma y a continuación declaraciones testimoniales con la firma solamente del declarante. Se advierte que la reactivación de las causas paralizadas se produce a partir de marzo de 2004, en coincidencia con lo dispuesto en el acuerdo extraordinario del STJ N° 3343 y de las específicas inspecciones encomendadas a la Cámara del Crimen.---------------------------------------------------------------------

--- De la carpeta correspondiente al Juzgado de Instrucción N°1, surge que de un total de 63 causas inspeccionadas, mas de un 50% registran parálisis en el trámite por períodos que van aproximadamente de uno a cuatro años, sin que exista justificación alguna, mas allá de haberlas encontrado traspapeladas. Asimismo, conforme se lee en el informe de la Cámara, existen algunas causas sin foliar, constancias de desglose y agregación de documentación sin firma y proveídos del juez ordenando se tome declaración testimonial, sin firma y a continuación declaraciones testimoniales con la firma solamente del declarante. Se advierte que la reactivación de las causas paralizadas se produce a partir de marzo de 2004, en coincidencia con lo dispuesto en el acuerdo extraordinario del STJ N° 3343 y de las específicas inspecciones encomendadas a la Cámara del Crimen.--------------------------------------

--- De la carpeta correspondiente al Juzgado de Instrucción N° 2, surge que de un total de 120 causas inspeccionadas, mas de un 50% registran parálisis en el trámite por períodos que van aproximadamente de uno a cuatro años, sin que exista justificación alguna, más allá de haberlas encontrado sin proveer en el despacho del sumariante, la mayoría de las veces en el del empleado Jorge González. En la mayoría de las causas atrasadas se advierte un intento de reactivación a partir del mes de marzo de 2004, fecha coincidente con el acuerdo extraordinario n° 3343 del STJ y con las específicas inspecciones encomendadas a la Cámara del Crimen, esta reactivación, según el informe de la Cámara, se ha realizado con diversas desprolijidades: falta de fecha, firmas, sellos aclaratorias, etc.. Asimismo, de los autos “Cruz, Gustavo Mario s/ Denuncia apremios ilegales” (Expte. N° 346/01), surge que el denunciante fue demorado por policías de la seccional 4ta., llevado al cerro y golpeado. Entre las primeras medidas que toma el Juez se observa que se le encomienda a la seccional cuarta de policía una inspección ocular en el lugar de los hechos, donde la víctima habría perdido una zapatilla. A continuación obra nota de la seccional 4ta contestándole al Juez: “que para evitar suspicacias, se encomiende la inspección a la sexta por ser su jurisdicción”. Esta actitud del Dr. Oscar Herrera, es análoga a la adoptada en la causa “Millacura Llaipen, María Leontina s/ Dcia. Desaparición de persona” (Expte. 1138/03), en el sentido de valerse para tramites de la causa de personal policial sospechado. Otro dato significativo del proceder del Juez Herrera con la autoridad policial surge de los autos “Altamirano, Marta Edith s/dcia. Apremios ilegales en representación de su hijo Juan Carlos Vargas” (Expte. 1099/99). La madre de Juan Carlos Vargas denuncia que su hijo fue golpeado por el agente Briceño. A fs. 41 de expte. obra testimonial de un oficial Dancor, quién manifiesta: “que cuanto entregó al menor Vargas a su madre este dijo que Briceño le había pegado. Que al ratito llegó el Juez Herrera a la Secc. y reunió a todo el personal de la comisaría y les consultó a los dos menores que todavía estaban si alguien los había golpeado, a lo que uno de ellos indicó a Briceño, luego este y el narrante tuvieron una conversación privada con el Juez donde Briceño negó todo y luego llego el Comisario”. Por otro lado, debe señalarse que a propósito de una inspección llevada a cabo por el STJ el 18 de octubre del año 2001 se le advirtió al Dr. Herrera sobre la notoria demora en proveer algunas causas, entre ellas la N° 3466/2001, aconsejándole en esa oportunidad mayor diligencia en las mismas. No obstante ello, del informe se desprende que la nombrada causa se reactivó inmediatamente después de la inspección (29/10/01) hasta abril del año 2002, paralizándose luego de esa fecha hasta marzo del 2004.------

---- Por último, de una comparación entre la cantidad de causas donde existe involucrado personal policial llevadas por el Juzgado de Instrucción N°2, las tramitadas en los otros dos juzgados, podría, prima facie, inferirse un relajamiento en la situación de la autoridad policial durante el turno del Juez Oscar Herrera.--------------------------------------------------------------------------- De la carpeta correspondiente al Juzgado de Instrucción N° 3, surge que de un total de 87 causas inspeccionadas mas de un 50% registran parálisis en el trámite por períodos que van aproximadamente desde uno a cuatro años, sin que se advierta otra justificación que se encontraran traspapeladas y en una de las causas que no se realizó la compulsa previa atento el cúmulo de trabajo que peso sobre el Tribunal que obliga a la resolución de causas más graves. Coincidente con los otros dos Juzgados de Instrucción, la reactivación de la causas comienza en marzo del corriente año.--------------------------------------------------------------------------------------- Que así las cosas, corresponde enviar al consejo de la Magistratura la presente, agregada a los autos: “Millacura Llaipen, María Leontina s/ Denuncia” (Expte. 19.379/03), en carácter de formal denuncia contra el Juez de Instrucción N° 2 de Comodoro Rivadavia, Dr. Oscar Ricardo Publio Herrera, por entender que su accionar encuadraría en la causal de mal desempeño (arts. 165 de la Constitución Provincial y 15 inc. A) de la ley 4461.-------------------------- En lo atinente a los Jueces de Instrucción Nro. 1 y 3 de la ciudad de Comodoro Rivadavia, Dres. Rago y Pellegrini, las actuaciones señaladas párrafos arriba respecto a las causas tramitadas por los nombrados Magistrados, hacen necesario una investigación sumarial. Otro corresponde respecto al empleado del Juzgado de Instrucción N° 2, Sr. Jorge González.-------

El Juez Herrera renunció y hoy ejerce la profesión de abogado. El Juez Rago abonó una multa paupérrima por un sumario administrativo y sigue en funciones como Juez Penal. El Juez Pellegrini también abonó esta multa pero hoy se encuentra alejado de sus funciones como Juez Penal por problemas de salud.

b) Otros casos en el país:

Esta violación sistemática de derechos humanos por parte de fuerzas de seguridad policiales excede el marco geográfico de nuestra provincia. Nombramos algunos casos que han tenido amplia difusión pública, entre ellos, de desapariciones forzadas que permanecen todavía impunes:

· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso GARRIDO Y BAIGORRIA, Reparaciones (Art.63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 27 de agosto de 1998, Serie C Nº 39.
· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso BULACIO, Sentencia de 18 de setiembre de 2003, Serie C Nº 100
.
· Desaparición y muerte de Miguel Bru, cuyo cuerpo sigue sin aparecer
. 

· Tortura y muerte de José Luis Cabezas

· La muerte de Darío Santillán y Maxi Kostequi
.

· La desaparición forzada de Julio López
.

· Ezequiel Demonty, víctima de gatillo fácil (ejecución extrajudicial).

· Mariano Wittis, víctima de gatillo fácil (ejecución extrajudicial)
.

· Entre muchos otros.

38. Si la persona desaparecida es una mujer encinta, sírvase indicar la fecha en que su hijo habría nacido: 

---

VIII. Datos de la persona que proporciona la presente información 

39. Apellido: 
a) Millacura Llaipén
b) De los Santos y Heredia por AMICUS - Clínica Jurídica y Social Patagónica
40. Nombre: 

a) María Leontina
b) Silvia y Verónica, respectivamente

41. Nacionalidad(es):
a) chilena
b) argentinas
42. Relación con la persona desaparecida: 
a) madre
b) defensoras
43. Domicilio actual: 
a) Cruce de los Andes 159, Comodoro Rivadavia, Provincia del Chubut, Argentina

b) Onas 1828, Rada Tilly, Provincia del Chubut, Argentina
Teléfono: 

a) +54 297 9 4353001

b) +54 297 9 6248443 y +54 297 9 4297469, respectivamente - fax +54 297 4477054

silvia_de_los_santos@yahoo.com.ar silviadelossantos@speedy.com.ar 

herediaveronica@hotmail.com veronicaheredia@uolsinectis.com.ar
IX. Confidencialidad 

44. El informante debe indicar si desea que los datos sobre su identidad se consideren de carácter confidencial: 
No.

X. Fecha: 
23 de julio de 2008
Firma del informante:
Al finalizar este documento, suscribimos el documento María Leontina Millacura Llaipén, Silvia de los Santos y Verónica Heredia, por AMICUS. 

3.- DIARIOS
Adjuntamos parte de nuestro archivo de diarios que tenemos, que todavía no ha sido digitalizado en su totalidad. 
1. 20-10-03 – Crónica – Mirta Ruiz, madre del joven que denunció a los policías: "Es el puntapié inicial para que la gente haga valer sus derechos"
2. 14-10-03 – Crónica – Temen por la suerte de un joven al que no ven desde hace 14 días
3. 21-10-03 – Crónica – 20 días sin novedades de Iván Eladio Torres - "La policía no está colaborando para nada con la búsqueda de mi hijo"
4. 27-10-03 – Crónica – La hermana dijo que los efectivos lo perseguían - Familiar de joven desaparecido responsabiliza a la policía
5. 28-10-03 – Crónica – Asociación civil reclama a Aubía que se busque a Iván Torres
6. 31-10-03 – Crónica – Fueron encontrados hace una semana - Los restos óseos podrían ser de 'Garrincha' o de Pairo
7. 4-11-03 – Crónica – Para evitar eventuales abusos por parte de los efectivos Leske creará la División de Asuntos Internos de la Policía
8. 5-11-03 – Crónica – Policía y sociedad: ¿Habrá un antes y un después tras el histórico juicio a 9 efectivos?
9. 6-11-03 – Crónica – Madre del joven amenazó con encadenarse en la seccional 1º - Un testigo habría compartido una celda con el desaparecido Torres
10. 7-11-03 – Crónica – Preocupación en sus familiares del barrio Quirno Costa - Hace 3 días que nadie sabe nada de otro joven de 19 años
11. 7-11-03 – Crónica – ¿Habría conexión entre las desapariciones de los jóvenes Torres y Castillo con algunos policías?
12. 9-11-03 – Crónica – Solicitan la colaboración de la comunidad para encontrar al joven - Madre del desaparecido Hugo Alvarez piden colaboración en la búsqueda
13. 11-11-03 – Crónica – Sus padres reclaman la ayuda de la comunidad para encontrarlo - Desapareció un joven discapacitado
14. 15-11-03 – Crónica – El día de su desaparición - Policías declararon que vieron a Torres pero no lo detuvieron
15. 9-12-03 – Crónica – Lizurume y Leske salieron al cruce del Padre Sabatti quien expresó mantos de dudas sobre posibles hechos de corrupción - Conmemoración del 46º aniversario de la Policía del Chubut con fuerte tono de réplica ante delicado mensaje eclesiástico
16. 20-1-04 – Crónica – Marcha por crímenes y desapariciones no resueltos - El reclamo por Iván Torres unió todos los pedidos por Justicia
17. 3-2-04 – Crónica – Caso Iván Torres: la madre permanece en la Seccional 1º - Cuatro meses pidiendo Justicia
18. 22-5-04 – Crónica – Fueron denunciados por morosidad en causas que involucran a policías - Grave acordada del Superior contra los jueces penales de Comodoro
19. 22-5-04 – El Patagoniconline – HERRERA PODRIA SER SOMETIDO A UN JURY. RAGO Y PELLEGRINI SERAN SUMARIADOS PRIMERO POR LA CAMARA DEL CRIMEN. LO DECIDIO EL SUPERIOR TRIBUNAL TRAS UNA INVESTIGACION - Inician sumario a los tres jueces penales de Comodoro
20. 25-5-04 – Crónica – Sobre las denuncias del Superior Tribunal de Justicia contra los tres magistrados penales de Comodoro - Pasutti: "No queremos herir el honor de los jueces, pero esto se debe investigar"
21. 26-5-04 – Crónica – La presentarán hoy el gobernador y el fiscal de Estado - Nueva denuncia contra el juez Herrera
22. 27-5-04 – Crónica – El pedido de juicio político a Herrera - Das Neves habló de mal desempeño y connivencia con la cúpula policial
23. 27-5-04 – El Patagónico – Presentaron ayer el pedido de jury
24. 29-5-04 – El Patagónico – FISCALES Y DEFENSORES TAMBIEN ESTAN BAJO LA LUPA DEL SUPERIOR TRIBUNAL
25. 30-5-04 – Crónica – El pedido de juicio y los elocuentes cambios de opinión
26. 2-6-04 – Crónica – Se reúnen hoy en Rawson, en un clima sumamente caliente - Jueces rechazan términos de denuncias del Superior
27. 3-06-04 – Crónica – Se conocieron argumentos de la denuncia del Superior a los jueces - Más del 50 por ciento de las investigaciones paralizadas
28. 3-6-04 – El Patagónico – EN LOS TRES JUZGADOS LOCALES, LA INVESTIGACION SE REACTIVO AL MES DE LA INSPECCION QUE HIZO LA CAMARA DE APELACIONES - Jueces bajo sospecha:
14 son las causas “paradas”
29. 4-6-04 – Crónica – Fue uno de los temas de la reunión con el Superior Tribunal de Justicia - Jueces piden aumento de sueldos
30. 23-6-04 – El Patagónico – El Estado nacional podría ser enjuiciado por la desaparición de Iván Torres
31. 4-7-04 – El Patagónico – LA SEGUNDA EDICION DE "CHUBUT DE PIE" MOVILIZO A MENOS GENTE DE LA ESPERADA. CRITICAS POR LA AUSENCIA DE FUNCIONARIOS - Más de un centenar de personas marcharon ayer por "justicia" 

32. 5-7-04 – El Patagónico - Los casos de Trelew
33. 6-7-04 – Crónica – El Consejo Provincial de la Niñez debatió en esta ciudad - Abuso policial: piden capacitación e investigación
34. 11-7-04 – El Patagónico – EL HOMBRE ES INVESTIGADO POR EL DELITO DE "INTIMIDACION PUBLICA". EL ARTEFACTO RESULTO SER UN ENCENDEDOR - Ex policía amenazó en Fiscalía con hacer estallar una granada
35. 12-7-04 – El Chubut – Agüero será trasladado a la U-6
36. 12-7-04 – El Patagónico – LA MAMA DE UN JOVEN GOLPEADO POR POLICIAS DE MOSCONI AFIRMO QUE "ME NEGARON DOS VECES QUE ESTABA DETENIDO" - "A mi hijo lo encontré gracias a Prefectura"
37. 13-7-04 – Crónica – Es uno de los ex-imputados por la desaparición de Mónica Acuña - "Quiero que ciertos policías dejen de perseguirme, ya estoy alejado de las jodas" dice el 'Chino' Vera
38. 13-7-04 – El Chubut – El ministro Mac Karthy presidio entrega de despachos - El GEOP finalizó primer curso básico de tácticas policiales
39. 13-7-04 – El Chubut – La problemática de niños y jóvenes se trató en el PJ
40. 13-7-04 – El Chubut – Siete años de prisión para un sujeto joven cada vez más violento
41. 14-7-04 – El Patagónico – EL COMISARIO ALE ADMITIO QUE LE "PREOCUPAN ESTOS CASOS Y DESDE LA JEFATURA NO AVALAMOS LA VIOLENCIA FUERA DE LA LEY" - Inician sumarios a policías acusados por exceso en Km 3
42. 15-7-04 – El Patagónico – LA INVERSION DE 1.200.000 PESOS ABARCA LAS CELDAS DE SIETE COMISARIAS ASENTADAS EN NUESTRA CIUDAD - Comenzaron las trabajos de refacción de los calabozos
43. 17-7-04 – EL Chubut – Apoyo «incondicional» a Das Neves y especial reconocimiento a Guinle
44. 19-7-04 – Crónica – En los límites de barrios San Martín y Máximo Abásolo - Tras un tiroteo, secuestraron armas de fuego de grueso calibre y municiones
45. 19-7-04 – El Patagónico – f POLICIAS REALIZABAN UN CONTROL DE RUTINA CUANDO CINCO JOVENES ARROJARON LAS ARMAS PARA "NO QUEDAR PEGADOS" - Encuentran un arsenal en el patio de una vivienda
46. 20-7-04 – Crónica – A 7 años de la desaparición de Mónica Elizabet Acuña aún continúa el misterio
47. 20-7-04 – El Chubut – APUNTES EN BORRADOR - El fuerte respaldo de Kirchner a Chubut fortaleció el liderazgo político de Mario Das Neves
48. 20-7-04 – El Chubut – Crean Subsecretaría de Derechos Humanos - El Gobierno está definiendo quién tendrá a su cargo.
49. 20-7-04 – Jornada – Das Neves creará la Subsecretaría provincial de Derechos Humanos
50. 22-7-04 – El Chubut – Una mujer para la Subsecretaría de Derechos Humanos
51. 22-7-04 – EL Chubut – Hallan muerto a preso que denunció torturas
52. 22-7-04 – El Chubut – El fuerte respaldo de Kirchner a Chubut fortaleció el liderazgo político de Mario Das Neves
53. 23-7-04 – Jornada – Una mujer asumirá en la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos
54. 24-7-04 – Crónica – Lo resolvió el comisario Butazzi para replantear el servicio y consensuar con la jueza de Paz y el Municipio - Cortaron servicio de policías adicionales para 'Gigante'
55. 24-7-04 – El Patagónico – EL MINISTRO DE JUSTICIA SUGIRIO QUE SERIAN ESAS FACCIONES LAS QUE QUIEREN DESPLAZARLO DEL CARGO - Beliz no descarta que haya "sectores mafiosos" en la Federal y en la Side
56. 24-7-04 – Página 12 – EL MINISTRO RESPONSABILIZO AL JEFE DE LA SIDE, INTIMO DE KIRCHNER - Justicia es un cassus Beliz
57. 27-7-04 – El Chubut – El fuerte respaldo de Kirchner a Chubut fortaleció el liderazgo político de Mario Das Neves
58. 27-7-04 – El Patagónico – SE TRATA DE CLAUDIO PEREZ CERRA, QUIEN TENDRIA CONOCIMIENTO SOBRE EL PARADERO DEL JOVEN QUE LLEVA CASI 10 MESES DESAPARECIDO - Un médico de la policía dijo saber dónde está Iván Torres
59. 28-7-04 – Crónica – Estaba con arresto domiciliario, pero igual se las arreglaba para andar por calles céntricas - ¡Regresó el 'Chucky' y nuevamente terminó preso!
60. 28-7-04 – El Chubut – YAUHAR CON KIRCHNER POR VIVIENDAS
61. 31-7-04 – Crónica – La empresa deberá contratar seguridad privada - La Policía se dedicará a mantener la tranquilidad en la zona de Gigante
62. 31-7-04 – El Patagónico – EL REO LLEVA 23 DIAS SIN INGERIR BOCADO. RECLAMA SU DESPROCESAMIENTO EN UNA CAUSA POR ASALTO - 43 presos se sumaron a la
huelga de hambre de López
63. 1-8-04 – Página 12 – BAJA
64. 8-8-04 – El Patagónico – COLGARON BANDERAS EXIGIENDO LA MEDIACION DEL GOBERNADOR - Los internos de la alcaidía sacaron su reclamo a la calle
65. 10-8-04 – El Patagónico – Piden una delegación para Comodoro
66. 18-8-04 – Crónica – Tras la fuga de ayer de dos detenidos que estaban alojados en esa dependencia policial - Pasaron a disponibilidad preventiva a dos policías de Puerto Madryn
67. 18-8-04 – El Patagónico – SEGUN SU VERSION, EL DOMINGO A LA MAÑANA LO ACOMPAÑABAN DOS MENORES. UNO LO ATACO CON UN CUCHILLO Y EL OTRO CON UNA PISTOLA 9 MILIMETROS - La viuda de Haro cree que a su esposo lo mató "un preso"
68. 18-8-04 – El Patagónico – EL HECHO OCURRIO EN MADRYN Y EL GOBERNADOR DAS NEVES ORDENO SU DISPONIBILIDAD PREVENTIVA - Sancionan a policías porque
se les escaparon dos presos
69. 19-8-04 – El Patagónico – La familia de Marcelo Haro se reunió con el juez Herrera 

70. 23-8-04 – Crónica – Comisarías atiborradas de detenidos y una población delictiva que crece
71. 25-8-04 – Crónica – Das Neves habló de nuevas purgas; quiere una policía joven con sed de justicia - Por ahora, no habrá Gendarmería en los barrios
72. 26-8-04 – Crónica – En la sede del Superior Tribunal de Justicia - El gobernador presidió el lanzamiento del banco de datos de torturas
73. 26-8-04 – El Chubut – Nómina de los efectivos ascendidos
74. 26-8-04 – Jornada – Por una brutal agresión el Gobierno echó a 4 policías
75. 28-8-04 – Crónica – En uno de los casos hubo airadas protestas de vecinos por la demora policial que permitió que los delincuentes se salieran con la suya - Roban en viviendas de populosos barrios ante la vista de atemorizados vecinos
76. 28-8-04 – El Chubut – Familiares de víctimas de delitos quieren entrevistarse con Kirchner
77. 28-8-04 – El Patagónico – DURAS CONDICIONES DE DETENCION PARA PARODI: PASA 23 HORAS ENCERRADO EN UNA CELDA DE DOS POR DOS, NO TIENE LUZ ARTIFICIAL Y DEBE DEJAR LA ROPA EN EL PISO - Al presidente radical le sirven la misma comida que a los presos de la Unidad 6
78. 28-8-04 – El Chubut – Bastida no habría reconocido a todos los policías que lo agredieron
79. 29-8-04 – El Patagónico – UNA CARTA INTIMIDATORIA EN LA DEPENDENCIA QUE FUNCIONA EN EL BARRIO STELLA MARIS - Amenaza en la Brigada que busca personas desaparecidas
80. 30-8-04 – Crónica – Hay cinco detenidos y dos son menores - Tiroteo a una familia en el sector conflictivo del barrio San Martín
81. 30-8-04 – El Chubut – DIJO QUE HUBO 1.500 DETENCIONES DESDE QUE ASUMIO EL NUEVO GOBIERNO - En Chubut «la seguridad está garantizada», manifestó Ale
82. 31-8-04 – Crónica – El juez Herrera se refirió al caso Iván Torres: Todo está como en diciembre, aunque algunos policías podrían ser procesados
83. 1-9-04 – Crónica – Samamé no teme a un eventual juicio político
84. 1-9-04 – El Chubut – DURA REPLICA DE DAS NEVES
Samamé pide el alejamiento de Novarino
85. 1-9-04 – El Patagónico – EL PROCURADOR TAMBIEN LANZO UNA AMENAZA: "USE SUS ATRIBUCIONES ANTES QUE ESTO PARA USTED SEA INSTITUCIONALMENTE MAS GRAVE", EXPRESO EN LA NOTA - Eduardo Samamé comparó a Das Neves con Yabrán y pidió la renuncia de Novarino
86. 1-9-04 – Jornada – Duro cruce del Gobierno con Samamé
87. 1-9-04 – Jornada – Derechos humanos: hubo 26 denuncias en sólo 3 semanas
88. 2-9-04 – Crónica – Samamé no teme a un eventual juicio político "La denuncia la armaron los empleados de Arrechea"
89. 2-9-04 – El Patagónico – EN LA SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS RECIBIERON 26 PRESENTACIONES EN TRES SEMANAS - En Chubut denuncian abuso policial y discriminación 
90. 2-9-04 – Jornada – Das Neves llevará a Samamé al Consejo de la Magistratura
91. 4-9-04 – El Patagónico – LA MAMA DEL JOVEN DESAPARECIDO Y LOS FAMILIARES DE UN PRESO QUE SE AUTOCASTRO APELARON AYER AL GOBERNADOR - Iván Torres y Haro, dos casos polémicos
92. 4-9-04 – El Patagónico – f JUAN PABLO ROMERO ESTUVO 42 HORAS ALEJADO DE SU HOGAR. DENUNCIO QUE LO GOLPEARON Y LO ARROJARON DE UN AUTO EN KM 3 - Apareció golpeado el menor "secuestrado" en Laprida
93. 5-9-04 – El Chubut – VIENEN PRESIDENTES DE 75 COLEGIOS - Sesionará en Trelew la Federación de Abogados
94. 5-9-04 – El Chubut – DAS NEVES ANUNCIO MAS DESPIDOS EN LA POLICIA - EL GOBIERNO LUCHARA CONTRA LOS "RUFIANES DE LA PROSTITUCION"
95. 6-9-04 – El Chubut – Das Neves recibe hoy a Rúa y al Consejo de la Magistratura
96. 11-9-04 – El Patagónico – La Policía local recibió 96 handies
97. 22-9-04 – El Patagónico – PORQUE SU HIJO Y CINCO COMPAÑEROS DEL PERITO MORENO FUERON DEMORADOS Y EN LA SECCIONAL PRIMERA LO NEGARON - Policía denunció a comisario por privación ilegítima de libertad
98. 30-9-04 – El Patagónico – LO ANUNCIO AYER EL GOBERNADOR DAS NEVES, QUIEN HABLO DE LAS SIMILITUDES DEL PROCEDIMIENTO AL QUE SE SOMETIO AL JOVEN DESAPARECIDO CON LOS QUE APLICABA LA DICTADURA - Pasan a disponibilidad a cuatro sospechosos del caso Iván Torres
99. 1-10-04 – Crónica – Millacura cuestionó la actuación del gobernador La madre de Iván Torres pidió más separaciones y castigos
100. 1-10-04 – El Chubut – Acusó de «mentirosa» a fiscal que allanó la Gobernación
101. 15-10-04 – Crónica – Por el 'Caso Iván Torres' arriban peritos técnicos de Gendarmería Nacional - Cierran la Comisaría Primera - Policías y casi una decena de detenidos serán reubicados en otras dependencias
102. 16-10-04 – El Patagónico – SERA A PARTIR DEL LUNES Y POR UNA SEMANA, TIEMPO DURANTE EL CUAL LOS GENDARMES INSPECCIONARAN TODO EL EDIFICIO - Caso Torres: la Seccional Primera se traslada a la Unidad Regional
103. 30-10-04 – Crónica – Lo informaron las abogadas de la familia del joven desaparecido - Se conocerían los primeros resultados del peritaje en el caso Torres
104. 26-11-04 – Crónica – Los abogados defensores dicen que los consejeros no leyeron la causa - Cuestionan el proceso de juicio político al juez Herrera
105. 25-12-04 – Página 12 – La Corte Suprema ordenó reabrir el caso Bulacio Lo hizo al acatar una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Indicó al Consejo de la Magistratura que analice la actuación de los jueces que declararon prescripta la causa. Los familiares de Walter Bulacio lucharon por la reapertura.
106. 5-1-05 – Crónica – Dra. Silvia García Vilte, abogada defensora de los policías imputados en la desaparición del joven: "Recurrieron a una tiradora de cartas para buscar a Iván Torres en Necochea"
107. 5-1-05 – El Patagónico – Escucharon cuando planificaban el robo y los agarraron a tiempo 

108. 6-1-05 – Jornada – Insólito: denuncian que la Policía Judicial contrató a una vidente para saber dónde está Iván Torres
109. 8-1-05 – Crónica – A raíz del testimonio de una ‘tiradora de cartas’ de Trelew que por entonces era asistente personal de un diputado - Caso Iván Torres: piden la destitución de toda la Policía Judicial
110. 23-1-05 – Página 12 – Iván
111. 17-2-05 – Crónica – Miquelarena asegura que "la gente está recomponiendo relación con su policía" - Funcionarios provinciales se reunieron con la víctima de brutal asalto
112. 5-05 – Crónica – ¿Qué dijo Dante Caamaño sobre el caso Iván Torres?
113. 28-9-05 – Jornada – “La policía me tiene bronca”
114. 4-11-05 – Crónica – Vinieron por Iván Torres, se llevan muchas situaciones para analizar - Abogados del CELS investigan casos de violencia policial en la ciudad
115. 4-11-05 – El Patagónico – MIEMBROS DEL CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES SE REUNIERON CON JUECES, FISCALES Y FAMILIARES DE VICTIMAS - Integrantes del CELS, alarmados por las desapariciones de personas en Comodoro
116. 8-12-05 – El Patagónico – EL GOBERNADOR TAMBIEN SE REFIRIO A LA HUELGA DE EFECTIVOS Y A LA ACTUACION DE ALGUNOS JUECES DE LA PROVINCIA - En el aniversario de la Policía, Das Neves destacó los aumentos
117. 24-1-06 – El Ciudadano – ESCÁNDALO EN CHUBUT - Piden informes por presunta red de prostitución en la Patagonia
118. 24-1-06 – Río Negro – Chubut: investigan a funcionarios vinculados con una red de prostitución
119. 21-6-06 – La Nación – Bajaron 6,4% los asesinatos en 2005
120. 21-6-06 – Crónica – Comenzó el juicio por el homicidio de David Hayes: sólo declaró Florentino Gutiérrez - "El silencio de Hayes le interesaba a la policía por el caso Ivan Torres" sostuvo el imputado
121. 22-6-06 – Crónica – "Hayes siempre temía algo por el caso Iván Torres", dijo Almonacid - Segundo día del juicio por el homicidio de Hayes
122. 1-7-06 – Crónica – Lo custodia Gendarmería Nacional y el próximo lunes comenzarán excavaciones - Ordenan resguardar área petrolera para buscar posibles cuerpos de Iván Torres y otros desaparecidos
123. 2-7-06 – Rawson on line – Chubut me mata
124. 5-7-06 – Prensa Glaciar – Comodoro Rivadavia: Buscan restos humanos en pozos de petróleo
125. 30-9-06 – Crónica – Concentración y marcha por los 3 años de la desaparición de Iván Torres - El lunes en la plaza Roca
126. 3-10-06 – Crónica – A tres años de la desaparición de Ivan Torres - "¿Dónde está mi hijo?"
127. 4-10-06 – Crónica – Se cumplieron tres años de la desaparición de Iván Torres - VARIOS HECHOS SIMILARES SIGUEN IMPUNES EN COMODORO RIVADAVIA
128. 22-3-07 – El Chubut – La Suprema Corte ordenó recaratular la causa de Iván Torres como desaparición forzada de persona
129. 2-4-07 – Crónica – Denunció haber recibido amenazas de la Policía y ocho balas de goma en el cuerpo
130. 5-10-07 – Crónica – Caso Iván Torres: hay tres policías detenidos y habrían citado a otros tres
131. 12-11-07 – Página 12 – Los años de pelea por Iván
132. 5-4-08 – El Patagónico – “Que el municipio se expida sobre el tema”
133. 5-4-08 – El Patagónico – “Solidaridad con María Millacura”
134. 5-4-08 – El Patagónico - “Que el municipio se expida sobre el tema”
135. 7-4-08 – Página 12 – Un agujero negro en Chubut
136. Clarín – Purgas policiales que no echan a nadie
137. Clarín – NUEVO INCREMENTO DE TORTURAS EN BUENOS AIRES - Picana y mano dura
4.- TRABAJO ‘LEY 26.200 y la vigencia de los DERECHOS HUMANOS’
Sumario: I. Introducción. II. Cuestiones planteadas en relación a la constitucionalidad del Estatuto de Roma. II.1.- Planteos constitucionales. II.2.- Breve resumen de los Dictámenes en relación a algunas cuestiones planteadas. III. ESTATUTO DE ROMA en ARGENTINA. III.1.- Firma del Estatuto de Roma. III.2.- Ratificación. III.3.- Constitucionalización. III.4.- Implementación. Ley 26.200. IV. Genocidio, Tortura, Desaparición Forzada de Personas. V. Jurisprudencia de la CSJN y de la Corte IDH. VI. Consideraciones finales
I.- INTRODUCCION

La Ley 26.200
 implementa el Estatuto de Roma
, aprobado por el Estado de Argentina mediante Ley 25.390
 que depositó el 8 de febrero de 2001 en poder del secretario general de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación
. Si bien al momento de la ratificación del Estatuto de Roma no se plantearon conflictos constitucionales como en otros Estados, al momento de implementarlo mediante la ley que se comenta, se avanzó sobre la interpretación y alcance de algunos artículos del Estatuto.

Haré una breve referencia de algunos planteos de índole constitucional suscitados en algunos Estados en relación al Estatuto de Roma y ver cuál ha sido la opción del Estado argentino al respecto. 

Asimismo, en función de los antecedentes que indico, dejo planteado el siguiente interrogante: ¿cuándo han alcanzado la calidad de ‘delitos’ en nuestro Estado las conductas tipificadas en los artículos 6°, 7° y 8° del Estatuto de Roma?.

 II.- CUESTIONES PLANTEADAS EN RELACION A LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ESTATUTO DE ROMA
 

1.- Planteos constitucionales

En FRANCIA el presidente y el primer ministro francés solicitaron conjuntamente al Consejo Constitucional que determinaran si la ratificación del Estatuto de Roma requería que se examinara la Constitución
. El Consejo Constitucional francés analizó algunos aspectos y llegó a la conclusión que para ratificarlo era necesario examinar la Constitución
. Se enmendó la Constitución incorporándole un nuevo artículo a tenor del cual la República podrá reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional
. Francia ratificó el Estatuto de Roma el 9 de junio de 2000.

Conforme lo establece la legislación del Estado de BÉLGICA, los ministros deben solicitar la opinión del Consejo de Estado para todas las propuestas legislativas, a pesar de no resultar jurídicamente vinculantes sus dictámenes. En el dictamen sobre el proyecto de ley relativo a la aprobación del Estatuto de la CPI
, el Consejo de Estado examinó varias cuestiones constitucionales que planteaba la ratificación del Estatuto y decidió que era incompatible con una serie de disposiciones constitucionales, pero optó por ratificar el Estatuto antes de enmendar la Constitución ya que evaluó que al requerirse la ratificación de 60 Estados para que el Estatuto entrara en vigor, tenía tiempo para efectuar las necesarias adaptaciones constitucionales y legislativas y que, en cualquier caso, si Bélgica ratificaba el Estatuto, sus disposiciones repercutirían directamente en la legislación nacional y reemplazarían cualquier disposición constitucional o ley contraria
. Bélgica ratificó el Estatuto de Roma el 28 de junio de 2000.

El Dictamen del Consejo de Estado de LUXEMBURGO
 sobre un proyecto de ley relativo a la aprobación del Estatuto se emitió a petición del primer ministro. El dictamen del Consejo de Estado es obligatorio por ley para todas las propuestas legislativas, salvo para casos urgentes, pero no es vinculante. En su dictamen, el Consejo de Estado examinó varias cuestiones constitucionales que planteaba la ratificación del Estatuto y decidió que algunas de sus disposiciones eran incompatibles con la Constitución. Sólo se podía ratificar el Estatuto tras haber efectuado un examen de la Constitución. La Constitución de Luxemburgo fue enmendada por Ley del 8 de agosto de 2000. El Estatuto de Roma fue ratificado el 8 de septiembre de 2000.

En ESPAÑA el dictamen fue emitido por la Comisión Permanente del Consejo de Estado
, sin bien no resultan vinculantes. De conformidad con el artículo 95 de la Constitución española, la celebración de un tratado cuyas disposiciones sean contrarias a la Constitución exigirá que se examine previamente la Constitución. El Consejo de Estado opinó que la Constitución no constituía obstáculo para ratificar el Estatuto de Roma, pero que las Cortes Generales tenían que autorizar la ratificación aprobando una ley orgánica. El 4 de octubre de 2000, se aprobó la ley orgánica que autoriza la ratificación del Estatuto
. España ratificó el Estatuto el 24 de octubre de 2000.

La Corte Suprema de COSTA RICA emitió su dictamen
 a petición del presidente de la Asamblea Legislativa, en virtud del artículo 96 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que establece que resulta obligatorio solicitar su opinión para redactar enmiendas constitucionales y leyes para ratificar tratados internacionales. La Corte Suprema estudió varias disposiciones del Estatuto y llegó a la conclusión que era compatible con la Constitución de Costa Rica. El Estatuto de la CPI fue aprobado por la Asamblea Legislativa en marzo de 2001
, y Costa Rica ratificó el Estatuto de la CPI el 7 de junio de 2001.

En ECUADOR la solicitud para que se examinara la constitucionalidad del Estatuto de la CPI se presentó sobre la base de los artículos 276.5 y 277.5 de la Constitución. El 6 de marzo de 2001, el Tribunal Constitucional emitió un dictamen en el que afirmaba que la CPI era compatible con la Constitución. El informe presentado por un vocal de la Primera Sala del Tribunal
 fue aprobado por éste.

La solicitud de examen de la constitucionalidad del Estatuto de Roma fue hecha por el presidente de UCRANIA en virtud del artículo 151 de la Constitución de ese país. El presidente sostenía que varias disposiciones del Estatuto de Roma no estaban en conformidad con la Constitución ucraniana a diferencia del ministro de Relaciones Exteriores que afirmaba que el Estatuto no contradecía la Constitución. El Tribunal
 decidió que la mayoría de las disposiciones del Estatuto de Roma se avenía a la Constitución, excepto el párrafo 10 del Preámbulo y el artículo 1, en el que se dispone que la jurisdicción de la CPI "tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales". En virtud del artículo 9 de la Constitución, la celebración de tratados internacionales que no estén en conformidad con la Constitución sólo será posible tras haber enmendado la Constitución.

El dictamen de la Corte Suprema de Justicia de HONDURAS se emitió a petición del ministro de Relaciones Exteriores. La Corte examinó varias disposiciones del Estatuto para determinar si estaban en conformidad con la Constitución de Honduras, en particular la entrega de personas a la Corte, el principio de ne bis in idem y las inmunidades de que gozan los funcionarios gubernamentales. Llegó a la conclusión de que ninguna disposición impedía a que se aprobara y se ratificara el Estatuto. En consecuencia, el dictamen fue favorable
.

El presidente de la República GUATEMALA solicitó a la Corte de Constitucionalidad que emitiera una opinión consultiva sobre si el mencionado Estatuto discrepaba de alguna forma con la Constitución del país o cualquier otra disposición del derecho público interno. La opinión emitida por la Corte
 se basó en los artículos 171 y 172 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad. La Corte llegó a la conclusión de que el Estatuto no contiene disposición alguna que pueda considerarse incompatible con la Constitución de Guatemala, habida cuenta, en especial, de que la CPI se basa en el principio de complementariedad con las jurisdicciones nacionales y de que su finalidad es sancionar a toda persona que menoscabe la paz y la seguridad de la humanidad, las dos piedras angulares de la comunidad internacional, y por ende de Guatemala, como miembro activo de la misma.
A pedido del Parlamento y la Asamblea, el Tribunal Constitucional dio a conocer su decisión de conformidad con el artículo 82 (2) de la Constitución de CHILE. Se había solicitado al Tribunal que declarara el Estatuto de Roma anticonstitucional en su conjunto. Con respecto a la posición de los tratados de derechos humanos en el derecho interno, el Tribunal reafirmó, que no se podía afirmar que esos tratados pudieran enmendar disposiciones constitucionales contrarias o que tuvieran el mismo rango que esas disposiciones. Si un tratado contiene normas contrarias a la Constitución, sólo puede incorporarse de forma válida en el derecho interno mediante una reforma constitucional. Habiendo concluido que el Estatuto de Roma contiene disposiciones que son incompatibles con la Constitución chilena, el Tribunal decidió que era precisa una reforma constitucional antes de que el Congreso Nacional pudiera aprobar el Estatuto y de que el presidente de la República lo ratificara.

2.- Breve resumen de los Dictámenes en relación a algunas cuestiones planteadas
2.1.- Jurisdicción complementaria de la CPI (artículo 1 del Estatuto de Roma)

Bélgica: El Consejo de Estado hizo saber que, en virtud de la Constitución belga, en la que se estipula que nadie podrá ser sustraído contra su voluntad al juez que la ley le haya asignado, un tribunal belga no puede renunciar a su competencia en favor de la CPI.

Francia: Compatible. El hecho de que la CPI pueda admitir casos cuando el Estado no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo, no impide el ejercicio de la soberanía nacional.

Ucrania: Incompatible. La administración de justicia compete exclusivamente a los tribunales; las funciones judiciales no se pueden delegar en otros órganos o funcionarios. En la Constitución ucraniana no se contempla el carácter complementario de la jurisdicción de la CPI. En consecuencia, es necesario enmendar la Constitución antes de poder ratificar el Estatuto.

Guatemala: Compatible. Según el principio de complementariedad estipulado en el Estatuto, la CPI solo tendrá jurisdicción en casos en los que un Estado no esté dispuesto o no pueda enjuiciar. Si Guatemala cumple debidamente con su deber de administrar justicia como se estipula en su Constitución, la CPI no tendrá motivo alguno para ejercer jurisdicción sobre ese país.

Chile: Incompatible. En el Estatuto se prevé una nueva jurisdicción que no está estipulada en la Constitución chilena. Las características de la CPI son las de un tribunal internacional. En consecuencia, para poder considerar a la CPI tribunal competente para enjuiciar delitos cometidos en Chile, habría que incorporar sus atribuciones en el derecho interno mediante una enmienda constitucional.

2.2.- Improcedencia del cargo oficial (artículo 27 del Estatuto de Romca)

Bélgica: Incompatible. El artículo 27 del Estatuto es incompatible con el régimen constitucional de inmunidad del rey y de los miembros del Parlamento, así como con el régimen de responsabilidad penal de los ministros.

Costa Rica: Compatible. La inmunidad penal de los miembros del Parlamento contemplada en la Constitución no puede impedir que un tribunal, como es la CPI, entable actuaciones, dada la naturaleza de los delitos que competen a la jurisdicción de la CPI.

Francia: Incompatible. El artículo 27 del Estatuto es incompatible con los regímenes específicos de responsabilidad penal del presidente, de los miembros del Gobierno y de la Asamblea.

Luxemburgo: Incompatible. El artículo 27 del Estatuto es incompatible con las disposiciones relativas al arresto de miembros del Parlamento y a la inmunidad penal del Gran Duque.

España: Compatible. El artículo 27 no afecta el ejercicio de los privilegios relativos a la inmunidad de los miembros del Parlamento, sino que consiste en una cesión de atribuciones a la CPI, autorizada por la Constitución. La inmunidad del rey no ha de considerarse como contraria al Estatuto, dado que los actos oficiales han de ser refrendados para ser efectivos. Los funcionarios que refrendan tienen responsabilidad individual. No debe considerarse las monarquías parlamentarias como disidentes de los objetivos y finalidades del Estatuto de Roma ni de los términos que definen la jurisdicción de la CPI.

Esos términos deberían aplicarse más bien en el contexto del sistema político de cada Estado Parte.

Ucrania: Compatible. El artículo 27 es compatible con lo establecido respecto de las inmunidades del presidente, de los miembros de la Asamblea y de los jueces, dado que los delitos que incumben a la CPI son delitos en virtud del derecho internacional, y las inmunidades que confiere la Constitución sólo son aplicables en las jurisdicciones nacionales. No constituyen obstáculos para la jurisdicción de la CPI.

Honduras: Compatible. Si un funcionario presente en Honduras fuera entregado tras haberse seguido todos los trámites de enjuiciamiento estipulados en el derecho interno, no habría infracción constitucional.

Chile: Incompatible. Las disposiciones de la Constitución sobre los privilegios de los parlamentarios y las prerrogativas de magistrados de tribunales superiores y del Ministerio Público no tendrían efecto según el Estatuto, dado que esas disposiciones desaparecerían si el enjuiciamiento tuviera lugar directamente ante la CPI. Esto sería incompatible con la Constitución chilena.

2.3.- Entrega de personas a la CPI (artículo 89 del Estatuto de Roma)

Costa Rica: Compatible. La garantía constitucional que prohíbe obligar a un costarricense a abandonar el territorio nacional contra su voluntad no es absoluta. Para determinar su alcance hay que tener en cuenta lo que es razonable y proporcionado a los fines a cuyo servicio esa garantía sirve. 

Ecuador: Compatible. La extradición de nacionales está prohibida por la Constitución, pero la entrega de personas a un tribunal internacional es una institución legal diferente.

Ucrania: Compatible. La entrega de nacionales a otro Estado está prohibida según la Constitución. Sin embargo, esa disposición no se aplica al traslado de personas a la CPI. La práctica internacional distingue la extradición a otro Estado del traslado a un tribunal internacional.

Honduras: Compatible. Dado que el artículo 89 se refiere a la entrega de una persona a un tribunal supranacional de cuya jurisdicción dependería Honduras tras ratificar el Estatuto, y no a la entrega de una persona a otro Estado. En ese sentido, la entrega de una persona a la Corte no se puede equiparar a una extradición.

Guatemala: Compatible. En la Constitución no se hace mención de la "entrega" de personas a un tribunal internacional. Por ello, las disposiciones del Estatuto de Roma no son incompatibles con la Constitución.

Tal compatibilidad también fue discutida, por ejemplo, en Brasil, Venezuela, Austria y Alemania.

2.4.- Reclusión a perpetuidad (artículos 77, 80, 103 y 110 del Estatuto de Roma)

Costa Rica: Compatible. Dado que la aplicación de las penas estipuladas por el Estatuto están supeditadas a la legislación nacional, es posible mantener la constitucionalidad de los artículos 77 y 78 de la CPI. Sin embargo, la extradición de una persona que puede ser condenada a la reclusión a perpetuidad violaría los principios constitucionales, y no sería, pues, factible.

Ecuador: Compatible. En virtud del artículo 110 del Estatuto es posible efectuar una revisión automática de las penas, evitándose así en la práctica la imposición de reclusiones a perpetuidad o indefinidas.

España: Compatible. En el artículo 80 del Estatuto se estipula que las disposiciones del Estatuto sobre penas no es óbice para la aplicación de penas prescritas por la legislación nacional. Además, en virtud del artículo 103 de la CPI se permite a un Estado poner condiciones a la hora de aceptar a personas condenadas. El mecanismo estipulado en el artículo 110 para el examen de las penas refleja un principio general tendente a poner un límite temporal a las penas.

2.5.- Atribuciones del fiscal relativas a las investigaciones en el territorio de un Estado Parte (artículos 54 y 99 del Estatuto de Roma)

Ecuador: Compatible. Las investigaciones que realiza el fiscal se han de considerar como una forma de cooperación judicial internacional.

Francia: Incompatible. Las atribuciones del fiscal con respecto a las investigaciones en el territorio nacional son incompatibles con la Constitución, dado que las investigaciones pueden efectuarse sin la presencia de las autoridades judiciales francesas, incluso en circunstancias que no justifiquen ese proceder.

Luxemburgo: Compatible. Las atribuciones del fiscal con respecto a las investigaciones en el territorio nacional son compatibles con la Constitución, dado que las investigaciones se efectúan después de que el fiscal haya evacuado consultas con las autoridades del Estado Parte.

España: Compatible. A pesar de que las atribuciones del fiscal, tal y como están estipuladas en los artículos 99.4, 54.2, 93 y 96 del Estatuto de Roma, competen a las autoridades judiciales nacionales, en virtud del artículo 93 de la Constitución es posible delegar esas atribuciones en organizaciones o instituciones internacionales.

Chile: Incompatible. Las atribuciones del fiscal con respecto a las investigaciones son contrarias a las normas de la Constitución, según la cual el Ministerio Público goza del poder único y exclusivo de iniciar las investigaciones de hechos constitutivos de delitos.

2.6.- Enmiendas del Estatuto (artículo 122 del Estatuto de Roma)

Luxemburgo: Compatible. En el artículo 122 del Estatuto se enumeran claramente las disposiciones que se pueden enmendar y que tienen carácter institucional.

2.7.- Imprescriptibilidad (artículo 29 del Estatuto de Roma)

Francia:

Incompatible. Que se pueda incoar una acción ante la Corte cuando los delitos hayan prescrito según la legislación nacional, sin que ello sea el resultado de falta de voluntad o de capacidad del Estado, afecta las condiciones esenciales del ejercicio de la soberanía nacional.

2.8.- Amnistía 

Francia: Incompatible. Que se pueda incoar una acción ante la Corte cuando los delitos son objeto de amnistía según la legislación nacional, sin que ello sea el resultado de la falta de voluntad o de capacidad del Estado, afecta las condiciones esenciales del ejercicio de la soberanía nacional.

Chile: Incompatible. El Estatuto es incompatible con las normas constitucionales chilenas, dado que limita el poder del presidente de la República para otorgar indultos individuales y priva a la legislatura de su facultad para adoptar leyes por las que se concedan indultos o amnistías generales en relación con crímenes de guerra que son jurisdicción de la CPI.

2.9.- Ne bis in idem (artículos 17 y 20 Estatuto de Roma)

Ecuador: Compatible. Un acusado juzgado según las normas de un proceso con las debidas garantías será juzgado por segunda vez –por la CPI- únicamente en circunstancias excepcionales. La finalidad del Estatuto es evitar la impunidad.

España: Compatible. El principio ne bis in idem forma parte del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva. Ese derecho no se limita a la protección que confieren los tribunales españoles sino que abarca los órganos jurisdiccionales cuya competencia está reconocida en España. La cesión de la competencia judicial a la CPI permite a la CPI modificar las decisiones de órganos españoles sin violar el derecho constitucional a la tutela judicial.

Honduras: Compatible. Según el Estatuto de Roma, el enjuiciamiento de un delito ya juzgado por un tribunal nacional, solo puede tener lugar en los casos especificados en el Estatuto, es decir, cuando no se haya instruido la causa de forma independiente o imparcial de conformidad con las debidas garantías y que se haya instruido para eludir la justicia.

2.10.- Garantías judiciales (artículos 11, 20, 22, 23 y 66 del Estatuto de Roma)

Guatemala: Las garantías judiciales previstas en la CPI corresponden a los derechos protegidos en la Constitución. Asimismo, las garantías y los derechos incorporados en el Estatuto corresponden a los establecidos en los tratados internacionales de derechos humanos que Guatemala ha ratificado y que completan los derechos reconocidos en el artículo 44 de la Constitución.

2.11.- Suspensión de una investigación a petición del Consejo de Seguridad (artículo 16 del Estatuto de Roma)

Bélgica: El hecho de que un organismo no judicial pueda intervenir para impedir que las autoridades judiciales belgas investiguen o enjuicien casos viola el principio constitucional de independencia judicial. Si el poder del Consejo de Seguridad de solicitar la suspensión de una investigación o de un enjuiciamiento ante la CPI se interpreta como que abarca la investigación y el enjuiciamiento de las autoridades nacionales, sería incompatible con el principio de independencia de justicia.

2.12.- Limitaciones al enjuiciamiento o la sanción por otros delitos (artículo 108 del Estatuto Roma)

Bélgica: Incompatible. El hecho de que se requiera la aprobación de la CPI para el enjuiciamiento y la sanción por otros delitos después de que una persona haya sido juzgada por la CPI es incompatible con el principio constitucional de independencia de la justicia.

2.13.- Ejecución de la pena (artículo 103 del Estatuto de Roma)

Bélgica: Compatible. El rey sólo puede conceder el indulto con respecto a penas impuestas por tribunales belgas.

Francia: Compatible. Dado que el Estatuto permite poner condiciones a la aceptación de condenados, Francia podrá condicionar su aceptación a la aplicación de la legislación nacional sobre ejecución de penas y podrá declarar la posibilidad de una exención total o parcial de una pena dimanante del derecho al indulto.

Ucrania: Compatible. El riesgo de que los ciudadanos ucranianos que cumplan condena en otro Estado puedan gozar de menos garantías con respecto a los derechos humanos que las que confiere la Constitución Ucraniana podría limitarse mediante una declaración en la que Ucrania afirme su deseo de que los ucranianos condenados cumplan su condena en Ucrania.

Guatemala: Compatible. Las disposiciones del Estatuto por las que se habilita a la CPI a decomisar el producto, los haberes y los bienes procedentes directa o indirectamente de un delito y a transferirlos al Fondo Fiduciario no menoscaban el derecho a la propiedad contemplado en la Constitución. Asimismo, la facultad de la CPI de transferir al Fondo Fiduciario ese producto, los haberes y los bienes en favor de las víctimas es una manera de garantizar que se reparen los daños y los perjuicios que hayan sufrido a causa de un delito.

III.- ESTATUTO DE ROMA EN ARGENTINA

El proceso en ARGENTINA en relación al Estatuto de Roma, consiste en cuatro pasos: firma, ratificación, constitucionalización y, finalmente, implementación.

1.- Firma del Estatuto de Roma

Conforme lo establece el artículo 99 (11) de la Constitución Nacional, el Poder Ejecutivo, conductor de las relaciones exteriores con los demás Estados y organismos internacionales, firmó el Estatuto de Roma el 8 de enero de 1999, seis meses de su adopción -18 de julio de 1998-, demostrando su evidente interés en el mismo.

Sin embargo, para que ingrese cualquier tratado al derecho interno, debe aprobarse el mismo por el Poder Legislativo –artículos 27 y 75 (22) y (24), C.N.-. Luego, a fin de obligarse internacionalmente el tratado debe ser ratificado por el Poder Ejecutivo, en su calidad de jefe de Estado, conforme las reglas del derecho internacional y a las establecidas en el mismo tratado
. 
2.- Ratificación

A fin de la ratificación el Estatuto de Roma
, se sancionó la Ley 25.390 y el mensaje del Poder Ejecutivo Nacional
 al Congreso de la Nación al momento del tratamiento del proyecto de ley, estableció su postura en relación a los planteos constitucionales tratados en otros Estados. Así dijo:
(…) El Estatuto se funda en la idea de que al menos algunos de los crímenes más graves, de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto, no deben quedar sin castigo. Para ello, se crea una Corte Penal Internacional … Dos de las características fundamentales de la futura Corte son el carácter complementario del ejercicio de su competencia respecto de las jurisdicciones nacionales, y la irretroactividad de su jurisdicción. Lo primero significa que la CPI sólo podrá actuar cuando los Estados Parte no quieran o no puedan ejercer su jurisdicción sobre un caso de competencia de la Corte. Lo segundo implica que la Corte sólo tendrá jurisdicción sobre hechos cometidos con posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto.

Los crímenes de competencia de la Corte están contenidos en el artículo 5 del Estatuto … La detallada tipificación de estos crímenes constituye una codificación de normas ya existentes y consagradas por el derecho internacional general, receptando las disposiciones de numerosos instrumentos internacionales, tales como los Convenios de La Haya de 1907, la Convención de 1948 sobre la Prevención y el Castigo del Delito de Genocidio, los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos Adicionales, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984, etcétera. 

(…) El ámbito de jurisdicción de la CPI está previsto en el artículo 12. Allí se estipula que para que la Corte pueda entender en un caso deben ser Parte del Estatuto ya sea el Estado en cuyo territorio se cometió el hecho, o el Estado de nacionalidad del individuo. Es decir, se ha tomado como base de la jurisdicción de la Corte los criterios más aceptados por la comunidad internacional: el principio territorial y el de nacionalidad activa.

El Estatuto contiene minuciosas disposiciones en lo referente a las condiciones del ejercicio de su competencia. La misma es activada mediante tres mecanismos diferentes: denuncia de un Estado Parte, inicio de oficio por parte del Fiscal, o remisión por parte del Consejo de Seguridad. Cabe destacar que para que esa jurisdicción sea activada, no se requiere el consentimiento ad hoc de ningún Estado Parte (“competencia automática”).

Los artículos 17 a 19 prescriben detalladas normas con relación a las distintas cuestiones de admisibilidad de los casos ante la Corte. Entre ellos, existe un procedimiento para impugnar la competencia de la Corte si un Estado considera que se está juzgando debidamente el delito en sus tribunales pues, como se mencionó, el ejercicio de la jurisdicción por parte de la Corte sólo es posible si un Estado con jurisdicción en el caso no está en condiciones de juzgar o no tiene la voluntad de hacerlo.

La Parte III del tratado precisa una serie de principios generales de derecho penal. Entre ellos se destacan el principio de legalidad (Nullum crimen, milla poena sine lege), con sus corolarios de proscripción de la analogía, de irretroactividad y de ley penal más benigna; y el principio de culpabilidad (Nullum crimen sine culpa). También se prevén los presupuestos y casos de la responsabilidad penal individual, la autoría y participación, la tentativa, el desistimiento, y las causas que excluyen la responsabilidad penal en sentido amplio.

(…) Importantes funciones le caben al fiscal de la Corte. A este órgano independiente le corresponde la acción penal, pudiendo iniciar investigaciones de oficio, basándose en la información recibida. En el ejercicio de sus facultades instructorias, el fiscal está sometido al control de la … Sala de Cuestiones Preliminares.

Las Partes V, VI y VIII están dedicadas a los principios y reglas de procedimiento aplicables por la Corte en las etapas de investigación, juicio y apelación y revisión. Se trata de un modelo acusatorio, en el cual se ha alcanzado un equilibrio entre los distintos sistemas jurídicos, y que recepta las reglas del debido proceso, poniéndose especial énfasis en el respeto de las garantías procesales del imputado. También se ha tenido en cuenta los derechos de las víctimas en el proceso y su participación en el mismo.

Las penas aplicables por la Corte serán prisión –que no puede exceder los treinta (30) años–, o reclusión perpetua, en casos excepcionales. También están previstas las sanciones de multa y decomiso, descartándose la posibilidad de aplicar la pena de muerte. Estas penas se cumplirán en el territorio de un Estado Parte que haya manifestado su voluntad de recibir condenados a efectos de la ejecución de las penas privativas de libertad dispuestas por el tribunal.

El régimen de cooperación y asistencia judicial con la Corte está regulado por la Parte IX. Allí se establece la obligación de cooperar con la Corte por parte de los Estados Parte del Estatuto, aclarándose que la remisión a la Corte de un imputado no es asimilable a una extradición. Sin perjuicio de ello, la cooperación y asistencia podrán denegarse cuando el otorgamiento de las mismas pueda entrañar un riesgo grave para la seguridad del Estado parte requerido, o cuando éstas interfieran con un proceso en curso en dicho Estado.

Un aspecto a destacar del Estatuto es que el mismo no admite reservas a ninguna de sus disposiciones. Ello no impide que los Estados Parte formulen las declaraciones interpretativas que consideren convenientes. En este sentido, el Poder Ejecutivo no descarta la posibilidad de realizar una declaración interpretativa de manera de resguardar el orden público de la República Argentina, que podría verse afectado por ciertas posibles interpretaciones de algunas de sus normas.

(…) La creación de la CPI significa un aporte fundamental al proceso de desarrollo progresivo del derecho internacional. Es por ello que constituye un acontecimiento cuya importancia, tanto en lo político como en lo jurídico, difícilmente pueda ser exagerada. Ella representa un avance invalorable en la permanente lucha del hombre contra la barbarie, y un jalón significativo en la búsqueda incesante de la vigencia del derecho y la justicia.

La República Argentina –en consonancia con la política mantenida desde el regreso de la democracia, de defensa de la plena vigencia y el respeto irrestricto de los derechos humanos–, ha tenido y tiene una activa y destacada participación en el proceso de establecimiento de la Corte Penal Internacional.

En este contexto, el Poder Ejecutivo está dispuesto a proceder al pronto depósito del instrumento de ratificación ante el secretario general de las Naciones Unidas. Es por ello que solicito al Honorable Congreso de la Nación tenga a bien aprobar el tratado de referencia y contribuir de este modo a la defensa de la paz y los derechos humanos en la comunidad internacional.
3.- Constitucionalización

Los convencionales constituyentes de 1994, siguieron la línea interpretativa de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en ‘Ekmekdjian c. Sofovich’
, en cuanto a la supremacía de los tratados sobre las leyes, y luego en ‘Fibraca Constructora S.A.’
 en que se sostuvo que a fin de la aplicación del artículo 27 de la Convención de Viena, los órganos del Estado Argentino, una vez asegurados los principios de derecho público constitucionales, debe asignar supremacía a los tratados ante un eventual conflicto con cualquier norma interna
. Así quedó plasmado en el primer párrafo del artículo 75 (22), C.N.

Diez tratados de derechos humanos y un protocolo facultativo adquirieron jerarquía constitucional en la reforma de 1994 indicándose que, luego de aprobados por el Congreso, otros tratados de derechos humanos pueden adquirir dicha jerarquía con el voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. La técnica legislativa de los constituyentes fue –y es- criticada por amplia doctrina
. 

En la presentación del Proyecto de Ley a fin de la constitucionalización del Estatuto de Roma -que aún no ha sido aprobado-, la Senadora María Perceval
 dijo: 

… el reconocimiento de la jerarquía constitucional del Estatuto de Roma constituirá una clara convalidación de los derechos humanos ya consagrados en nuestra Carta magna y en los tratados y convenios internacionales a ella incorporados. Asimismo, contribuirá también a promover la adopción en nuestro orden jurídico interno de medidas tendientes a combatir la impunidad de los crímenes contra los derechos del hombre y a intensificar la cooperación internacional para asegurar dicho objetivo.
4.- Implementación. Ley 26.200

Llegamos finalmente a la Ley 26.200, la que, tal como reza el artículo 1° de la misma, tiene como objeto implementar las disposiciones del Estatuto de Roma y regular las relaciones de cooperación entre el Estado Argentino y la Corte Penal Internacional en el ejercicio de las funciones encomendadas a este organismo por el citado instrumento y su normativa complementaria, mediante la atribución de competencia a los órganos estatales y el establecimiento de procedimientos internos adecuados, en lo no previsto en el Estatuto de Roma y sus normas complementarias, en particular las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Se presentaron oportunamente tres proyectos en la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Cámara de Senadores
 presentándose por unanimidad ante el cuerpo legislativo y obteniendo media sanción, el presentado por la entonces senadora Cristina Fernández de Kirchner por la Provincia de Santa Cruz, con algunas pequeñas modificaciones. Este proyecto caducó en Diputados el 28 de febrero de 2006.

Por ello se presentó un nuevo proyecto, el que la Senadora Fernández de Kirchner, ahora por la Provincia de Buenos Aires, fundamentó en los siguientes términos:

(…) la Argentina debe adoptar las medidas legislativas necesarias que permitan adaptar o adecuar su derecho interno al Estatuto de Roma. Este proceso legislativo se denomina implementación de las disposiciones del Estatuto de Roma al sistema nacional siendo su objeto asegurar el cumplimiento de las obligaciones previstas por el Estatuto tendientes a hacer posible la aplicación del sistema global instituido en éste.
(…) En lo que hace al principio de complementariedad debe destacarse que debido a éste los Estados parte tienen responsabilidad primaria de investigar y juzgar la presunta comisión de los crímenes definidos en el Estatuto de Roma. Es así que este principio protege la soberanía jurisdiccional de los Estados parte y libera a la Corte Penal Internacional de la sobrecarga de casos, toda vez que ésta sólo tendrá jurisdicción sobre casos que se hayan producido bajo ciertas circunstancias conforme al artículo 13 del estatuto.
	En este contexto, es importante señalar que para la elaboración de este proyecto de ley se han consultado las leyes de implementación elaboradas por algunos de los países signatarios del Estatuto, entre ellos, Suiza, España, Noruega, Costa Rica, Uruguay, Canadá, Alemania e Italia; distintos artículos de doctrina, las conclusiones del Seminario Regional para la Ratificación e Implementación del Estatuto de la Corte Penal Internacional, celebrado en Buenos Aires del 20 al 22 de junio de 2001; y se ha tenido a la vista el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, 474/02
 que ya no cuenta con estado parlamentario .. se han tenido especialmente en cuenta las observaciones efectuadas por el doctor Julio Maier y el doctor Eugenio Raúl Zaffaroni en oportunidad de concurrir a la Comisión de Asuntos Constitucionales a disertar … como … las propuestas efectuadas … a cómo debería conformarse una normativa de implementación.
En tal orden de ideas, la propuesta que presento establece la aplicación cerrada del sistema penal del Estatuto de Roma. Esto es, tal como lo señaló el doctor Maier, su aplicación para las conductas objeto de la competencia de la Corte Penal Internacional.
Ello es así, porque no debe perderse de vista que el Estatuto de Roma forma parte de nuestro derecho positivo interno al haber sido ratificado por el Poder Ejecutivo en sede internacional, momento a partir del cual el Estado argentino contrajo la obligación internacional de cumplirlo.
Por otro lado, cabe recordar que luego de la reforma constitucional de 1994 quedó superado el problema que suscitaba la relación jerárquica existente entre las normas que integran el derecho federal argentino, al ubicar al país en la tendencia actual más predominante, enrolada en el monismo con predominio del derecho internacional en casos claramente determinados como son los derechos humanos y el derecho de la integración, recepcionando de esta manera los cambios que ya se estaban produciendo en el campo jurisprudencial. Por lo que, una vez ratificado por el Poder Ejecutivo el instrumento internacional, éste se incorpora automática y directamente al orden interno. (Cfr. Bidart Campos, Germán; Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino, T. II, Nueva edición ampliada y actualizada, página 377).
Consecuentemente, la normativa de implementación o adecuación a ser adoptada no debe consistir en la incorporación de disposiciones contenidas en el indicado estatuto, ya sea copiándolas o modificándolas en parte, sino que aquélla debe prever medidas legislativas que aseguren, en lo que respecta al derecho formal, que ninguna de las conductas que el Estado argentino está obligado a sancionar de acuerdo con el instrumento internacional aprobado, quede impune o tenga una pena desproporcionada o irrisoria en el orden interno.
Asimismo, y en lo que refiere a la normativa de implementación de carácter procesal, ésta debe contemplar la forma en que se resolverán los conflictos jurisdiccionales y la forma de determinación del derecho aplicable al caso y todo lo atinente al auxilio o cooperación judicial para la realización de los deberes de cooperación regulados en los artículos 86 y siguientes del Estatuto de Roma, entre otras cosas.
Analizando los artículos del proyecto luego ley 26.200, dijo la Presidenta de la Nación electa:

Título I: Disposiciones generales – arts. 1° a 6°

Artículo 3
(…) … establece el ámbito de aplicación recogiendo el principio de territorialidad y el real o de defensa previstos en el artículo 1º del Código Penal e incorpora el principio de nacionalidad activa…. permite juzgar a un nacional argentino que haya cometido un delito previsto en el Estatuto de Roma fuera del territorio nacional.
Artículo 4

.. establece el principio aut dedere aut iudicare a través del cual cuando una persona se encuentre en lugares sometidos a la jurisdicción de la República Argentina y no se proceda a su extradición o entrega a la Corte Penal Internacional, la República Argentina tomará todas las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho delito.
Artículo 5
… prevé a cargo de la Justicia Federal en lo criminal y correccional la competencia para intervenir en la comisión de delitos previstos en el estatuto. De acuerdo con el artículo 116 de la Constitución Nacional en todas las causas que versen sobre puntos regidos por tratados internacionales, será competente la Justicia Federal. Consecuentemente, resulta adecuado al tratarse de delitos tipificados por un instrumento internacional, establecer por ley que la competencia corresponderá a la jurisdicción federal.
Título II: Penas y principios generales – arts. 7° a 13°

Artículo 7

… se establece como regla de interpretación que cada vez que el estatuto se refiera a la “reclusión” como una especie de pena, debe entenderse en el sentido de “privación de la libertad”.
Artículos 8, 9 y 10
En lo que refiere al sistema de la pena contenido en los artículos 77, 78 y 80 del Estatuto de Roma, el proyecto establece mínimos y máximos para los delitos … disponiendo que en caso de producirse la muerte, la pena podrá ser de prisión perpetua. Asimismo, el artículo 10 aclara que para el caso de reclutamiento o alistamiento de niños menores de 15 años, la República Argentina entenderá que se trata de menores de 18 años. De esta manera, se implementa un sistema simple y claro, sujeto a pautas de interpretación a fin de evitar posibles inconvenientes a la hora de imponer las penas.
Artículo 12
… establece una pauta para graduar las penas disponiendo que la pena aplicable no podrá ser en ningún caso menor a la que le pudiera corresponder si fuera juzgado por las normas del derecho local, estableciendo, de alguna manera, que los delitos tipificados en el Código Penal de la Nación deben ser tomados como tipos básicos de los delitos tipificados en el Estatuto de Roma, y que las penas dispuestas en sus escalas punitivas deben servir como pautas limitadoras de la escala penal prevista para los delitos internacionales. Asimismo, se remite a las pautas contenidas en el artículo 41 del Código Penal de la Nación … 

Título III: Delitos contra la administración de justicia de la Corte Penal Internacional 

Artículos 14 a 21
Respecto a los denominados “delitos contra la administración de justicia” previstos en el artículo 70 del estatuto, concretamente en lo atinente a la sanción de éstos en la remisión que el punto 4, inciso a) de dicho artículo hace a la legislación interna del Estado parte … estableciendo la tipificación de cada uno de los delitos que serán sancionados.
Título IV: Relaciones con la Corte Penal Internacional –arts. 22° a 51°

Capítulo I: Disposiciones generales 

Artículo 23
Con relación a las comunicaciones a la Corte y al fiscal … deberán efectuarse por vía diplomática, siendo el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto el único órgano oficial habilitado para hacerlas.
Capítulo II: Remisiones a la Corte Penal Internacional e impugnación de competencia o admisibilidad. 

Artículo 24
Asimismo, la ley de adecuación resuelve quién es la autoridad competente para promover la competencia de la Corte Penal Internacional, conforme los artículos 13, inciso a) y 14 del estatuto, recayendo ésta en el Poder Ejecutivo.
Artículo 25
… prevé el procedimiento por el cual recibida por la autoridad competente notificación del fiscal de la Corte o de esta misma de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18.1 del Estatuto, el Estado argentino decida si sostendrá su competencia y en tal caso, pida la inhibición al fiscal de la Corte conforme el artículo 18, punto 2 del Estatuto, estableciendo asimismo, el deber de informar con carácter de urgente cualquier petición de información requerida por el fiscal de la Corte atinente a la marcha de las investigaciones que se siguen en el país consecuencia del pedido de inhibición.
Artículo 26
… fija quién, cómo y cuándo se puede impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o de la admisibilidad de la causa por parte de ésta, previendo idéntico procedimiento para apelar una decisión ante la Sala de Cuestiones Preliminares según lo dispuesto por el artículo 82, punto 2, del Estatuto. No obstante ello, el artículo 18 da prioridad a la intervención de la Corte Penal Internacional con la consecuente inhibición del órgano jurisdiccional argentino en caso de que la sala competente de la Corte autorice al fiscal a proceder a la investigación o mantenga su competencia, debiéndole remitirse entonces todo lo actuado.
Capítulo III: Elección de magistrados y representantes en la Asamblea de los Estados Partes

Artículo 28
En materia referida al mecanismo de elección de magistrados se ha previsto el procedimiento contemplado en el artículo 99, inciso 4º, de la Constitución Nacional que regula la designación de jueces de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Idéntico procedimiento se establece para la designación del miembro titular y suplente que vaya a representar al Estado argentino en la Asamblea de los Estados Partes.
Capítulo IV: Cooperación internacional y asistencia judicial

Artículos 30 a 39 

(…) En relación a la cooperación internacional y a la asistencia judicial … establece las pautas y trámite a seguir por el Estado argentino de manera que éste cumpla en forma acabada con las obligaciones de carácter técnico impuestas por el estatuto.
Capítulo V: Otras formas de cooperación con la Corte Penal Internacional

Artículos 40 a 44
… contempla el procedimiento referido a otras formas de cooperación con la Corte Penal Internacional en el marco jurídico previsto por el artículo 93 del estatuto, esto es que las solicitudes de asistencia se regirán por los procedimientos previstos en el estatuto y en el derecho interno argentino y que dicha asistencia únicamente puede denegarse si la solicitud se refiere a la presentación de documentos o a la divulgación de pruebas que afecten la seguridad nacional.
Capítulo VI: Recuros

Artículo 45 
… establece que las resoluciones adoptadas por el juez federal competente relativas a la situación procesal del reclamado por la Corte, podrán ser recurridas mediante recurso de apelación ordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, disponiendo, entonces, una vía más expedita a fin de garantizar la celeridad en el trámite judicial.
Capítulo VIII: Ejecución de penas

Artículos 47 a 51

Otra cuestión de importancia que implementa esta propuesta se relaciona con la ejecución de las penas privativas de libertad. En este aspecto se dispone que estará a cargo del Poder Ejecutivo efectuar la manifestación de aceptar integrar la lista a la que refiere el artículo 103, punto 1, inciso a) del estatuto, indicando en caso afirmativo, si acepta o no y en qué condiciones lo hace. Al ser el Poder Ejecutivo el órgano que tiene a cargo el Servicio Penitenciario Federal es a quien corresponde esta competencia, siendo entonces el Servicio Penitenciario Federal el encargado de ejecutar la sentencia de acuerdo a las normas del estatuto y a las reglas contenidas en el Código Procesal Penal de la Nación.
Finalmente, la propuesta prevé la forma en que se procederá ante un pedido de la Corte Penal Internacional relacionado con la ejecución de una multa, una orden de decomiso o de reparación, estableciendo que el órgano judicial competente cumplirá la orden en forma directa y sin procedimiento de exequátur
IV. Genocidio, Tortura, Desaparición Forzada de Personas

El Estatuto de Roma y los delitos de lesa humanidad se encuentra copiosa y prolijamente estudiado
 y, lejos de ese estudio, la referencia que realizo tiene como objetivo el interrogante propuesto, esto es, desde cuándo las conductas, por lo menos algunas de ellas, descriptas en el Estatuto de Roma pueden considerarse delitos en el ordenamiento jurídico nacional.  

1.- Genocidio
La Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, fue aprobada el 9 de noviembre de 1948 por la III Asamblea General de las Naciones Unidas
, ratificada por la República Argentina mediante decreto-ley 6286/56, ratificado por Ley 14.467. En la reforma constitucional de 1994 adquirió jerarquía constitucional –artículo 75 (22) C.N.-.

El artículo II de la Convención define al delito de genocidio:

En la presente Convención, se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal:

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo;

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

En relación a la ausencia de tipificación del delito se han referidos varios autores
.

El artículo 6 del Estatuto de Roma describe exactamente la misma conducta:

A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "genocidio" cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial; 

d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo; 

e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

2.- Tortura

La Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes
 fue aprobada por el Congreso mediante Ley 23.338. También fue constitucionalizada en la reforma de 1994 –artículo 75 (22), C.N.-.

El artículo I de la Convención define la tortura en los siguientes términos:
1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas. 

2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor alcance.

El artículo 144 tercero del Código Penal establece:

1. Será reprimido con reclusión o prisión de ocho a veinticinco años e inhabilitación absoluta y perpetua el funcionario público que impusiere a personas, legítima o ilegítimamente privadas de su libertad, cualquier clase de tortura.

Es indiferente que la víctima se encuentre jurídicamente a cargo del funcionario, bastando que éste tenga sobre aquélla poder de hecho.

Igual pena se impondrá a particulares que ejecutaren los hechos descritos.

2. Si con motivo u ocasión de la tortura resultare la muerte de la víctima, la pena privativa de libertad será de reclusión o prisión perpetua. Si se causare alguna de las lesiones previstas en el artículo 91, la pena privativa de libertad será de reclusión o prisión de diez a veinticinco años.

3. Por tortura se entenderá no solamente los tormentos físicos, sino también la imposición de sufrimientos psíquicos, cuando éstos tengan gravedad suficiente.

El artículo 7.2 (e) del Estatuto de Roma describe al delito de tortura, previo definirlo como delito de lesa humanidad:

e) Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas; 

Conforme el segundo párrafo del artículo I de la Convención, podría decirse que tanto la descripción del Código Penal como del Estatuto de Roma, tienen vigencia ante su mayor alcance.
3.- Desaparición forzada de personas
El 11 de octubre de 1995, mediante Ley 24.556 aprobó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
. La Ley 24.820 le otorgó jerarquía constitucional.

El artículo II de la Convención define la desaparición forzada en los siguientes términos:

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 

El artículo 7.2 (i) del Estatuto de Roma define el delito de lesa humanidad desaparición forzada:

i) Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período prolongado.  


V. Jurisprudencia de la CSJN y de la Corte IDH

Tal como lo reseña COLAUTTI
, la Corte Suprema de Justicia de la Nación desde sus primeras sentencias
 reconoció la operatividad de los principios generales del derecho internacional, denominados genéricamente en los artículos 53 y 64 de la Convención de Viena con la locución latina ius cogens
. 

Agrega el citado autor:

El art. 102 de la Constitución de 1853/60 (hoy 118) establece la competencia de los tribunales nacionales cuando fuera del territorio de la Nación se hubieran cometido delitos contra el derecho de gentes, agregando que el ‘Congreso determinará por una ley especial el lugar en que ha de seguirse el juicio’.

(…) Entiendo que aunque el Congreso no ha dictado la ley especial a que se refiere la Constitución, la cláusula es directamente operativa pues existen las normas de procedimiento necesarias para su implementación. La competencia de la justicia en lo penal está claramente establecida por la ley. Como se trata de delitos que interesan al orden público internacional, la competencia debe carecer en los tribunales federales. … Los principios del derecho internacional consuetudinario integran el derecho federal y por eso la Constitución estableció la regla de que estos delitos podían ser juzgados por los tribunales de la Nación. Las leyes del Congreso aplicables son las de organización y competencia de los tribunales federales.
 
Mas tarde, la jurisprudencia nacional dio cuenta de la operatividad de dichos principios en los fallos ‘Priebke’
, ‘Arancibia Clavel’
, ‘Lariz Iriondo’
, ‘Simón’
. 

En relación a mi interrogante, recuerdo la afirmación del Dr. Leopoldo Schiffrin en cuanto a la operatividad del artículo 118 -102 de la Constitución de 1853/1860- de la Constitución Nacional y el origen del mismo, según comenta Alejandro Luis Rúa
:

… no aplicar esta norma tan terminante sería preciso demostrar que en el ánimo de los constituyentes venezolanos de 1811 y los argentinos de 1853, la referencia al derecho de gentes estuvo sólo dirigida a la hipótesis de la piratería de alta mar -o sea a delitos cometidos fuera del territorio de cualquier estado-, y que este punto merece indagación.

Sólo como mera aproximación al tema puede referirse que contemporáneamente a aquella carta magna ya el Proyecto de Constitución de Mariano Moreno de 1810 -que también seguía el modelo estadounidense-, refería en su sección octava una aparente diferenciación en orden a que "el Congreso tendrá el poder de constituir Tribunales inferiores á la Audiencia suprema; de decidir y castigar corsarios, y crimenes perpetrados sobre los altos Mares [por un lado], y delitos contra las Leyes de las Naciones [por otro]"; en tanto el Proyecto de Constitución Provisoria de 1811 decía en su apartado 15 sobre la primacía del ius gentium que "las Leyes de Yndias dadas á las Colonias en tiempo en que lo eran, quedan sin efecto, por haver mudado de condición los Pueblos Americanos. Estas, y las de Castilla como emanadas de la usurpación, que hizieron los Reyes á la Nación, de quien es privativo el soberano poder legislativo, quedan del todo abolidas, y sólo tendrán lugar en quanto sean conformes al derecho natural y de las Gentes, al modo que decimos de la Ynstituta, y derecho de Romanos. Pero por quanto és necesario un breve Cuerpo legislativo, se nombrarán tres ó quatro Letrados los más impuestos en el Derecho natural, y de Gentes que redacten las Leyes, y formen un breve, y sencillo Codigo. [Encontrándose además testado que e]n lo Criminal tendrán presente dichos Letrados la legislación Ynglesa, por parecer la más conforme a la libertad, y seguridad de los Ciudadanos"-

Asimismo, acerca del sentido que en Moreno hubiera podido tener aquella referencia puede agregarse que nuestro más ilustrado padre fundador expuso en la Gazeta Extraordinaria de Buenos-Ayres del 13 de noviembre de 1810 que "asustado el despotismo con la liberalidad y justicia de los primeros movimientos de España, empezó á sembrar espesas sombras por medio de sus agentes; y la oculta oposición a los imprescriptibles derechos, que los pueblos empezaban á exercer, empeñó á los hombres patriotas, á trabajar en su demostración y defensa. Un abogado dió á luz en Cadiz una juiciosa manifestación de los derechos del hombre; y los habitantes de España quedaron absortos, al ver en letra de molde la doctrina nueva para ellos, de que los hombres tenian derechos. Un sábio de Valencia describió con energía los principios de justicia, que afirmaban la instalación de las Juntas, y por todos los pueblos de España pulularon escritos llenos de ideas liberales, y en que se sostenian los derechos primitivos de los pueblos, que por siglos enteros habían sido olvidados y desconocidos"; en tanto sobre la afectación de esos derechos dijo por ejemplo que "gime la humanidad con la esclavitud de unos hombres, que la naturaleza crió iguales á sus propios amos; fulmina sus rayos la filosofia contra un establecimiento que dá por tierra con los derechos más sagrados"; y "es un enemigo de la comunidad el que ataca unos derechos que son trascendentales á ella"; agregando además que "no pueden atacarse impunemente los derechos de los pueblos", que "la impunidad de crímenes tan detestables podría ser de un exemplo fatalísimo", y que "los grandes malvados exígen por dobles títulos todo el rigor del castigo".-

Finalmente, acerca de esa otra alusión a la legislación inglesa, se tornan de referencia ineludibles los Comentarios sobre las Leyes de Inglaterra que en la segunda mitad del siglo dieciocho dirigió Sir William Blackstone a aquel sujeto de derechos que es el gentleman y cuyo status se demarca por medio de una noción de ciudadanía para nada local. … la dicha efectiva de un sujeto humano -de la que hablaba también Moreno …- es objetivo primario del law of nature, de un derecho natural previo a todo derecho; y en donde los derechos de tal sujeto individual serán así absolutos, superiores y exentos del ordenamiento social, pues el principal fin de la sociedad es la protección de los individuos en el goce de tales derechos absolutos, de los que están investidos por las leyes inmutables de la naturaleza.-

La Corte IDH en ‘Gomez Palomino’
, en especial el voto razonado del Juez Sergio García Ramirez
 dijo:

1. 
En este Voto me referiré a un punto esencial en el Caso Gómez Palomino, a saber, la construcción legislativa del delito de desaparición forzada en el Derecho interno y la relación que esto guarda con el orden internacional que el Estado ha reconocido. En algunos de sus aspectos más significativos, la materia ha sido frecuentemente abordada por la jurisprudencia de la Corte Interamericana, al amparo del Pacto de San José, antes de que nuestra región contara con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994. Este instrumento llegó a integrar la normativa de la materia, precisando conceptos y estableciendo alcances cuyo núcleo figuraba ya, bajo otros rubros, en la Convención Americana.  

…

4. 
… han surgido convenciones y tratados que se refieren a determinados hechos ilícitos, de manera genérica, y encomiendan a los Estados la tarea de caracterizarlos en su derecho interno y proveer a su persecución eficaz y suficiente. También hay instrumentos que adelantan varios pasos en la misma dirección y se ocupan en describir --tipificar, se diría en términos de derecho penal-- esos hechos, para unificar la reacción jurídica de la comunidad internacional y establecer un frente de protección y persecución que responda a ideas compartidas en materia de seguridad y justicia. Esto ocurre, por ejemplo, en lo que concierne al espacio interamericano mediante las caracterizaciones de la tortura (artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura) y la desaparición forzada (artículo II de la Convención específica que mencioné supra). Si nos hallásemos frente a ordenamientos penales, diríamos que en esos preceptos residen los tipos de tortura y desaparición. En sustancia, ambas convenciones quedan inscritas, por lo que toca al extremo que ahora examino, bajo el concepto de normas penales especiales, y en tal virtud se hallan dentro del marco de un corpus juris penal. 

5. 
Cuando los Estados figuran como partes en un tratado internacional sobre derechos humanos, lo que ocurre en ejercicio de su soberanía y no a despecho o en menoscabo de ésta, adquieren determinadas obligaciones dentro del sistema de Estados en el que se integra el tratado y ante los seres humanos que se hallan sujetos a la jurisdicción del Estado parte del convenio. Esto es lo característico de los tratados de derechos humanos, a diferencia de otro género de pactos, que se limitan a establecer los datos de la relación jurídica entre Estados, con determinación de los derechos y deberes que éstos tienen entre sí.

6. 
Se ha explorado ampliamente el contenido de los deberes generales que asume el Estado cuando ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos o se adhiere a ésta. … Para los efectos de este Voto, … es importante mencionar la obligación prevista en el artículo 2, bajo el epígrafe “Deber de adoptar disposiciones de derecho interno”: si el ejercicio de los derechos y libertades a los que se refiere el artículo 1, esto es, los reconocidos en la Convención, “no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar (…) las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

7. 
Es así que el orden interno debe construirse o reconstruirse en forma consecuente con el orden internacional que el propio Estado ha acogido como parte de su ordenamiento. Entre las disposiciones que tienen por materia el respeto y la garantía de los derechos humanos y las libertades fundamentales, figuran las normas penales --disposiciones generales, tipos y consecuencias jurídicas -- destinadas a proteger bienes y derechos con los medios más enérgicos de los que disponen la sociedad y el Estado.

8. 
Consecuencia de estos deberes generales es el compromiso específico de los Estados en relación con determinadas providencias. Volvamos a las convenciones mencionadas supra. El artículo 1 de la Convención contra la Tortura indica: “Los Estados Partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente Convención”; y el artículo III de la Convención contra la Desaparición Forzada manifiesta: “Los Estados Partes se comprometen a adoptar (…) las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad”.

9.
 Los autores y suscriptores de los tratados --que son, al mismo tiempo, sujetos obligados por éstos--  entienden que las conductas ilícitas previstas en ellos requieren fórmulas de persecución propias, que no basta con las acostumbradas descripciones  típicas  de  derecho  interno  sobre  hipótesis semejantes o aledañas --como podrían ser los golpes, las lesiones o las amenazas, en el caso de la tortura, y la privación ilegal de libertad, el secuestro o la obstrucción de la justicia, en el supuesto de la desaparición forzada-- y que la caracterización aportada por el instrumento internacional es la forma suficiente y adecuada para reaccionar frente a esos delitos, cuya represión interesa a la comunidad internacional. De no ser así, carecería de sentido establecer descripciones vinculantes y generar obligaciones específicas para los Estados, a este respecto. 

10.
 Es posible suponer que los Estados se hallan en libertad de adoptar elementos de mayor severidad en la persecución penal de estos ilícitos, si lo consideran pertinente, conveniente, justo, para la mejor tutela de los derechos humanos, siempre a condición de que al hacerlo no vulneren otros principios o normas insoslayables. La descripción internacional es el dato irreductible de la persecución, que puede ser mejorado --en favor de los objetivos que ésta se propone alcanzar y de las razones que la justifican--, pero no alterado, condicionado o desvanecido por la sustracción de elementos necesarios de la fórmula persecutoria o la introducción de modalidades que le resten sentido o eficacia y desemboquen, a la postre, en impunidad de conductas cuya punición ha resuelto el orden internacional, apoyado por la voluntad del Estado parte. 

Conforme doctrina de la CSJN
, quien interpreta los tratados de derechos humanos son los órganos competentes, esto es, en el ámbito interamericano, la Corte IDH.
VI. Consideraciones finales

Entonces mi interrogante:

Si ya antes de 1853 quienes han decidido sobre nuestra legislación –constitución y tratados- superior a nuestras leyes –código penal- como nuestro máximo tribunal desde 1869, han reconocido la existencia de conductas que ofenden a toda la humanidad y han reconocido al ius cogens como fuente del derecho interno, ¿cuándo adquirieron calidad de delitos las conductas tipificadas en los artículos 6º, 7º y 8º del Estatuto de Roma? ¿Podrá afirmarse que recién con la Ley 26.200 se encuentran tipificadas dichas conductas? 

El inicio de respuestas lo encuentro en las palabras del Dr. Leopoldo Schiffrin

Las vacilaciones e incertidumbres con los que la jurisprudencia argentina ha admitido la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, y las contradicciones del legislador constituyente al incorporar los tratados sobre derechos humanos, revelan que las concepciones de la relación entre poder y derecho que acabamos de criticar forman una armadura ideológica en cuya virtud el jurista tiende a rechazar como idea anticientífica y hasta contraria al garantismo penal las manifestaciones de la primacía del ius gentium. No sólo los mentados casos "Schwammberger" y "Priebke" así lo demuestran, sino otros de mi experiencia ...

Sólo la labor de la crítica y la comprensión de los orígenes irracionales de la idea del poder como fundamento del derecho podrán remover el obstáculo que las posiciones arraigadas en los juristas sobre esa cuestión esencial ponen a la plena aplicación de las normas del derecho de gentes para la preservación y el desarrollo de los derechos humanos.

5.-
CONCLUSIÓN

Hemos presentado el siguiente alegato en el Caso 12.533 – Iván Eladio Torres – Argentina – CIDH, en agosto del año 2006. Al releerlo y sumado a las consideraciones ya esgrimidas, nos damos cuenta de su vigencia por lo que transcribimos su parte pertinente en esta instancia y con carácter de conclusión:




…




III.-
CONSIDERACIONES FINALES



6.-
Teniendo en cuenta la información a la que hemos accedido a través de la Resolución de la Corte IDH de 21 de junio de 2006 en relación a las medidas provisionales dictadas, sumado a las constancias que obran en este Caso, realizamos las consideraciones finales teniendo en cuenta la denuncia realizada ante esa Ilustre CIDH el 14 de noviembre de 2003.




A.-
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS




7.-
Conforme jurisprudencia de la Corte IDH
, la desaparición forzada supone privación de la libertad cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes.



7.1.-
La desaparición de Iván Eladio Torres a manos de agentes de policía que prestaban funciones en la Comisaría Seccional Primera de la Provincia del Chubut se encuentra acreditada con la siguiente prueba ya aportada en autos:

7.1.1.
Oficios policiales
 librados por el Comisario Fabián A. Tillería el día 14 de octubre de 2003 con datos sobre Iván que la madre NO había aportado en su denuncia
 ni constan en el prontuario de Iván, como: 

a) lugar de nacimiento;

b) fecha de nacimiento;

c) educación;

d) estado civil;

e) domicilio en calle Cruce de los Andes N° 159, ya que la numeración correcta es 155;

f) D.N.I.

g) cuerpo delgado, cuando Iván es “robusto”;

h) 1,72 m. de altura, cuando se señaló 1,70 m.;

i) cutis trigueño, si es de tez blanca;

j) cabello castaño oscuro largo, cuando se dijo que era “morocho a la altura de los 
hombros”;

k) cejas arqueadas;

l) labios gruesos;

al) mentón vertical;

m) orejas medianas lóbulos sueltos;

n) tatuaje brazo izquierdo “INM”;

ñ)


tatuaje en hombro “un alambre”, cuando en realidad tiene en el codo una cinta que lo 

rodea;

o) antebrazo un “sol”;

p) “cara mujer”, cuando se dijo “cara de una chica”;

q) muñeca izquierda “escudo River”;

r) mano izquierda en dedo iniciales “Ivan y estrella”, cuando en realidad su nombre 
estaba en la mano derecha;

s) momento ausencia vestía campera Jeans celeste gastada “Taverniti”, pero nunca se dio 
la marca de la campera;

t) pantalón verde tipo carpintero c/ bolsillos ambos lados, cuando sólo se dijo pantalón 
verde tipo guerrillero;

u) una remera manga larga negra, cuando se señaló tan sólo que vestía una remera negra;

v) zapatillas tela avión grises “Adidas”, pero no se dijo que fueran de tela de avión.

w) no se incluyó que tiene ojos marrones claros, y tatuajes en la pierna y borde del pie –este último es nuevamente su nombre-. 

7.1.2.
Declaraciones testimoniales de Gerardo Colín, Patricio Oliva, Tamara Bolívar, Luis Alberto Bolívar, Walter Mansilla, Cristian Gamín, Diego Álvarez, Mauricio Agüero
. Sus relatos son coherentes entre sí y describen la situación en la que se encontraba Iván respecto de la Policía del Chubut y la de ellos mismos.

7.1.3.
Cartas manuscritas de David Alberto Hayes y Miguel Ángel Sánchez
 en la que ambos, privados de libertad en distintos lugares, y en distintos momentos, confirman que han estado con Iván desde el 2 de octubre de 2003 en la Seccional Primera de Policía de la Provincia del Chubut siendo ellos los últimos que lo ven. Coinciden sus manifestaciones con las declaraciones de Gerardo Colín y Patricio Oliva. El testimonio de Miguel Ángel Sánchez ante los órganos del sistema es indispensable no sólo para proteger la vida de Iván sino también la suya propia, como la de todas las personas involucradas directa e indirectamente en la causa.

7.1.4.
Pericia del Libro de Parte Diario de la Policía de la Provincia del Chubut Seccional Primera Nº 10 que acredita que se encuentra adulterado entre las fechas 26 de setiembre a 6 de octubre de 2003
.



7.2.-
La falta de información en relación con su desaparición forzada se encuentra acreditada con la siguiente prueba:

7.2.1.
El archivo inmediato de la causa “TORRES, Valeria s/ Habeas Corpus” Expte. Nº 1139/03
.
7.2.2.
María Leontina estuvo a disposición del Estado a fin de realizarse la prueba de ADN desde enero de 2005; pudo realizarse los estudios el 3 de febrero de 2006 sin que exista hasta la fecha conocimiento de su resultado.
7.2.3.
Las fotos originales y a color que el Poder Ejecutivo provincial posee de Iván, que no se encuentran agregadas al expte. judicial, a pesar de haber sido expresamente pedidas, considerando también que los oficiales de policía que cumplían la función de tomar fotos a detenidos han declarado que no han tomado fotografías a Iván y las contestaciones de la Policía
. Una de estas fotos es la que se publicó en la página web oficial de la provincia a partir del día 6 de marzo de 2006
.




7.3.-
La negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de Iván se encuentra acreditada con la siguiente prueba:

7.3.1.
El Informe Interno
, Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, en especial en relación a la Creación de la Brigada de Investigaciones de Personas Desaparecidas creada por el Poder Ejecutivo de la Provincia del Chubut en enero de 2004, en el seno de la Policía, acápite “Charla con el Oficial Ayudante Juan José Ale (h)” último párrafo:

… la misma no cumple de manera cabal su función y que lo que intenta es evitar que se sepa la conexión entre la desaparición del joven y la policía local.

7.3.2.
En la audiencia de 8 de marzo de 2006 el Estado Argentino todavía sostuvo las tres hipótesis en torno a la desaparición de Iván formuladas en octubre de 2003 por el Subcomisario Leonardo Fabio Bustos
, que son: a) que efectivamente esté involucrado personal policial; b) que haya tenido problemas con Gallardo; c) que se haya ido por sus propios medios porque tenía causas pendientes
.

7.3.3.
El informe elaborado por la Unidad Especial de Investigación
, del Ministerio Público Fiscal de la Provincia del Chubut, dirigido a la Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Nación, en el que las Fiscales actuantes concluyen que, a la fecha, no existe mérito para solicitar declaración indagatoria a persona alguna.
7.3.4.
La causa “MINISTERIO DE GOBIERNO, TRABAJO Y JUSTICIA DE LA PROVINCIA DEL CHUBUT s/ Denuncia” en trámite por ante el Juzgado de Instrucción Nº 2 de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia, a partir de la cual se excava en un pozo petrolero de nuestra ciudad en busca de restos humanos, en la cual se ha negado expresamente participación a María Leontina Millacura Llaipén.




7.4.-
Impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes, conforme se encuentra probado:

7.4.1.
Reiteramos, el archivo inmediato de la causa “TORRES, Valeria s/ Habeas Corpus” Expte. Nº 1139/03 sin haber realizado ninguna diligencia conducente a verificar los hechos.

7.4.2.
La inexistencia de investigación adecuada y efectiva en el marco de la causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/03, conforme ya ha sido considerado en las observaciones de 6 de marzo de 2006, Capítulo III Consideraciones de Derecho, lo que garantiza la más absoluta impunidad
. El alto nivel de impunidad de que goza la Policía de la Provincia del Chubut implicada en violaciones de derechos humanos en general, ha sido objeto de preocupación y análisis por parte del Superior Tribunal de Justicia del Chubut a partir de la denuncia radicada por María Leontina Millacura Llaipén, “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ Denuncia” Expte. STJCH Nº 19.379/03, y que culmina en el Acuerdo Extraordinario Nº 3382/04
 y el pedido de juicio político al Juez de Instrucción Nº 2 de Comodoro Rivadavia, Oscar Publio Herrera, Juez de la causa de Iván. Entre otros, de las denuncias realizadas por Gustavo Cruz
, Iván Eladio y Marcos Torres
, María Leontina Millacura Llaipén
, Walter Mansilla, Dante Caamaño
, David Hayes
, Guillermo Bustamante, Luis Alberto Gajardo
, Luis Alberto Alcaina
, Valeria Torres
, Asociación Civil Grupo Pro Derecho de los Niños
, no sólo ni una de ellas resultó el arresto o juzgamiento de los responsables sino que, además, se instruyeron causas por atentado, resistencia, lesiones a la autoridad en su contra en la mayoría de los casos, entre otros delitos.

7.4.3.
La falta de resolución a la fecha en los autos “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. CSJN Nº 323/06. Los mismos se originan con un Recurso de Queja presentado ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación el 24 de febrero de 2006 en la causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Incidente Declinatoria de Competencia correspondiente a causa 7.020 ‘Millacura Llaipen, María Leontina s/denuncia desaparición de persona’ del Registro Penal del Juzgado Federal Comodoro Rivadavia de la Provincia del Chubut - Actuación anterior: causa 1138/03 del Juzgado de Instrucción Nº 2 de la Circunscripción Judicial con asiento en Comodoro Rivadavia, Chubut”
 a fin de que se resuelva el objeto de investigación y el conflicto de competencia trabado: si una persona puede ser perseguida y luego condenada por el delito de desaparición forzada en Argentina y, en su caso, quién es el Juez competente (justicia ordinaria o federal, conforme organización constitucional argentina).

7.4.4.
El sinnúmero de denuncias que no se instruyen o se desestiman por parte del Ministerio Público Fiscal en contra de la Policía de la Provincia del Chubut
, pues las investigaciones las conduce la misma policía, se toman declaraciones al personal policial, se concluye que no existe evidencia suficiente, se permite que transcurran los plazos de prescripción, etc., hechos que permiten que quienes perpetraron los delitos puedan escapar del juzgamiento, lo que resulta, invariablemente, en un riesgo elevado de que tales delitos se repitan debido a la percepción de que, en especial, los derechos de las personas que deambulan en la calle y luego de aquellas que se encuentran detenidas pueden ser violados sin consecuencia alguna.
8.-
Otros elementos del delito de desaparición forzada, según jurisprudencia de la Corte IDH, resultan:

8.1-
Los autores son múltiples, en distintos grados y con participaciones diferentes de acuerdo al momento del iter criminis. 
8.2.-
La acción penal y la pena son imprescriptibles.
8.3.-
El delito es permanente mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los hechos.
8.4.-
Supone la violación múltiple y continuada de varios derechos o bienes jurídicos protegidos: no sólo produce una privación arbitraria de la libertad sino que pone en peligro la integridad personal, la seguridad y la propia vida del detenido, a la vez que le coloca en un estado de completa indefensión, acarreando otros delitos conexos en su perjuicio y en perjuicio de sus familiares y testigos.
8.5.-
Supone el desconocimiento del deber de organizar el aparato del Estado para garantizar estos derechos. Así:
8.5.1. El Poder Legislativo no ha derogado las leyes que permiten que la policía detenga sin orden judicial y sin que se encuentre en flagrante delito, como la Ley 815
 de la Provincia del Chubut, sólo con la excusa de averiguar los antecedentes de las personas que ellos consideran ‘sospechosas’, avalando así el supuesto control social que realiza la policía
; ello a pesar de lo dispuesto en Bulacio
. Tampoco ha derogado las Leyes 22.278 y 22.803
. En igual sentido, no ha adoptado ninguna norma en relación con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada a pesar de la sentencia en Garrido y Baigorria
; ni las pautas conforme Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad)
; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing); Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad
; Protocolo de Estambul; Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos
; las recomendaciones de la CIDH Informe 38/96. Caso 10.506. Argentina; el Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión
; Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley
.

8.5.2. El Poder Ejecutivo tampoco ha adoptado ninguna medida, ni administrativa ni de otra índole, en relación con estas obligaciones internacionales teniendo especialmente en consideración que, la Policía, depende directamente de este poder de estado y que las personas detenidas se encuentran bajo su custodia, tanto a nivel federal como provincial.
8.5.3. El Poder Judicial no ejerce el control del desempeño de las fuerzas de seguridad, conforme ya hemos descrito en nuestras observaciones de 6 de febrero de 2006. En este punto es ilustrativo el INFORME SOBRE LA SITUACIÓN Y LOS MECANISMOS DE CONTROL DE LOS ORGANISMOS DE SEGURIDAD PÚBLICA INTERIOR EN LA REPÚBLICA ARGENTINA
, por Martín Abregú, Gustavo Palmieri y Sofía Tiscornia
, pues la descripción realizada es perfectamente aplicable a la Policía de la Provincia del Chubut, en especial Capítulo IV. MECANISMOS INSTITUCIONALES DE CONTROL DE LOS ORGANISMOS DE SEGURIDAD INTERIOR E INTELIGENCIA. Este informe es avalado además por INFORME SOBRE LA DESAPARICIÓN DE IVÁN TORRES, también elaborado por el CELS, ya presentado ante el sistema interamericano.

8.5.4. El Ministerio Público Fiscal de la Provincia del Chubut actúa, indefectiblemente y en todos los casos, apoyado por el personal policial de la Provincia del Chubut, dependiente del Poder Ejecutivo Provincial, por mas que esos casos involucren a los propios funcionarios policiales. Además, es reticente en tomar las denuncias que las personas intentan realizar, a quienes  deriva a las seccionales de policía a tal fin, por más que esa denuncia sea contra esa misma policía. Si la toman los mismos fiscales o funcionarios de fiscalía y éstas versan sobre hechos que involucran a personal policial en la comisión de algún delito, no se toma ninguna medida de prueba que no sea requerir información a la propia Policía de la Provincia del Chubut. Luego, en la mayoría de los casos, esas denuncias son archivadas ‘por falta de pruebas’.

8.5.5. Este, como muchísimos otros, es el caso de David Alberto HAYES, quien, sabemos a partir de la información recabada en el marco de la causa Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales, denunció ante la Fiscal Marta Adriana IBAÑEZ el 3 de enero de 2005 que el personal de la Seccional Cuarta de Comodoro Rivadavia de la Policía de la Provincia del Chubut, la noche del 31 de diciembre de 2004, mientras se encontraba detenido cumpliendo su condena en ese lugar, lo había amenazado a él y a otros detenidos, diciéndoles que ellos eran ‘presos y nada mas que presos’ por eso no tenían derecho a ningún privilegio, le rompieron las artesanías que él había realizado para la venta y le habían robado $25 pesos que tenía fruto de su trabajo. Denunció también ese día ante la fiscal que el policía que lo había trasladado desde la seccional Cuarta hasta el edificio de la Fiscalía para realizar esa denuncia, lo venía amenazando y le había dicho ‘cuando volvamos a la seccional lo vamos a arreglar’. David volvió a la Seccional Cuarta. A David lo mataron el 17 de enero de 2005 en la Alcaidía de Comodoro Rivadavia mientras cumplía su condena. En mayo de 2005 la denuncia de David y de Guillermo Bustamante
 fue archivada por la fiscal Marta Adriana IBAÑEZ por no ‘haberse comprobado delito alguno’. El 4 de julio de 2006 la Cámara Primera del Crimen de la ciudad de Comodoro Rivadavia, condenó a Iván GALINDO a 4 años de prisión por homicidio en riña de David ocurrido en la Alcaidía Policial. Iván GALINDO estaba detenido junto a David en la Alcaidía el 17 de enero de 2005 y el fiscal Carlos MORENO lo acusó a él junto a otros dos detenidos, que resultaron absueltos, de ser los responsables de la muerte de David. El Ministerio Público Fiscal jamás tuvo en cuenta ni la denuncia de David del día 3 de enero de 2005 ni la carta que éste le entregara a María Leontina personalmente donde denunciara que se encontraba amenazado de muerte por personal policial, y que dio origen a nuestra petición de medidas cautelares ante la CIDH, causa MC 09-05. 

8.6.-
El momento de la desaparición es el que marca el inicio de una situación continuada, sobre cuyos hechos y efectos posteriores procede  investigar y pronunciarse. Sin embargo, el Estado Argentino permanece absolutamente indiferente lo que redunda en más violaciones que además fundamentan el dictado de Medidas Provisionales, hasta ahora.

8.6.1. Concretamente, a partir de la causa Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales, hemos podido acceder a causas judiciales de las personas relacionadas con la desaparición forzada de Iván. De allí surge que las siguientes personas han sido denunciadas por policías:

a) Luis Alberto Alcaina

b) Dante Caamaño

c) Luis Alberto Gajardo

d) Iván Eladio Torres

e) Marcos Torres

f) Valeria Torres

8.6.2. Y las siguientes personas han denunciado a policías sin que exista ninguna persona procesada, ni detenida, ni se han dictado medidas cautelares ni judiciales ni administrativas, por lo cual, continúan todas las personas denunciadas trabajando para la Policía de la Provincia del Chubut, portando armas: 

a) Dante Caamaño (muerto) 

 
expte. con 3 hojas

b) Gerardo Colin




lo vuelven a citar a ratificarla


c) Patricio Oliva




lo vuelven a citar a ratificarla
d) Walter Mansilla




archivado sin ninguna prueba

e) Luis Alberto Alcaina 



aún no accedimos a su expte.
(se habría fugado de la Alcaidía)


f) Cristian Castillo




denuncia con nombre y apellido la comisión 






de delitos comunes y federales; ratifica; 







último acto procesal fiscalía 25/3/05

g) David Alberto Hayes (muerto)


se resuelve que no hay delito

h) Luis Alberto Gajardo



sin movimiento y/o archivo

i) Tamara Bolívar




sin movimiento por lo que no 







ratifica 
la denuncia por violación

j) Iván Eladio Torres (desaparecido forzosamente)



9.-
No importa lo que la gente denuncie, la gravedad de los hechos o las atrocidades que los chicos, madres, familiares, personas detenidas, denuncien que la policía hace. Todas esas denuncias tienen el mismo destino: no llegar a la determinación de ningún responsable.

Así, la desprotección y el peligro inminente de todas las personas que denuncian al personal policial, de sus familiares, de los testigos es alarmante y por ello la urgencia en que se tomen medidas tendientes a modificar esta situación. 

Podemos afirmar que no existe ninguna medida en este sentido. Ello, principal y fundamentalmente, porque esta situación es negada por el Estado. 



10.-
Consideramos entonces que el Estado Argentino debe ser condenado por el incumplimiento de los artículos I, III, IV, IX, XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas en perjuicio de Iván Eladio Torres.



B.-
CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA



11.-
De lo que viene de decirse, conforme la jurisprudencia de la Corte IDH
, como así del Informe de Admisibilidad 69/05 de esa Ilustre CIDH, solicitamos que el Estado Argentino sea condenado por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de Iván Eladio Torres, familiares y amigos y testigos de la causa.



C.-
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS -  PROTOCOLO DE SAN SALVADOR – CONVENCION DE BELEM DO PARA
12.-
La desaparición forzada de Iván Eladio Torres y el resto de los hechos relatados ocurridos a partir de ésta, es sólo la punta de iceberg, lo visible; debajo, se encuentra la violación sistemática de todos los derechos económicos, sociales y culturales de Iván Eladio Torres como de su familia, amigos y testigos de la causa.


Y esto es así, por cuanto ellos forman parte de un grupo vulnerable de niños, niñas y adolescentes que deambulan en la calle, los “invisibles”, los que nadie quiere ver. 

Conforme ha sido relatado
, la Asociación Grupo Pro Derecho de los Niños ha tenido contacto con éstos y otros niños, niñas y adolescentes a través de su labor diaria.

Iván Eladio Torres, al igual que Marcos Alejandro Torres, Valeria Fabiola Torres, Juan Pablo Caba, Gerardo Colín, Patricio Oliva, Walter Mansilla, Tamara Bolívar, Mauricio Agüero, Cristian Gamín, Diego Álvarez han sido privados, a lo largo de su corta vida, de sus derechos a la salud
 y a la educación
; de propiedad
, a la alimentación
, a un medio ambiente sano y contar con servicios públicos básicos
, en la mayoría de los casos a la educación
 –incluso primaria que en nuestro país es obligatoria y gratuita-, a los beneficios de la cultura
, a la familia
, a la niñez
, a una vivienda digna, al trabajo de sus padres –desempleados en su mayoría-, a la recreación, a la libertad de asociación. Tamara Bolívar tuvo un bebé a los 14 años, fue despojada de su tenencia. Todos trabajan desde corta edad. 

Ellos pertenecen a un grupo vulnerable, al que hemos considerado ya
, a los que no se les garantiza el libre y pleno ejercicio de los derechos. Es el grupo de niños, niñas y adolescentes de sectores populares y/o empobrecidos de la sociedad, en particular que deambulan en la calle. Estos niños, niñas y adolescentes se convierten en adultos, despojados ya de todo derecho, incluso de su dignidad.

Por esta situación es que, en el marco de la violencia policial, ingresan al sistema penal como única respuesta del Estado a su situación de vulnerabilidad, la que, en este marco, se agrava.  

Cierto es que esta situación es común a toda América, que existen niños y niñas que deambulan por las calles, que sufren la violación sistemática de todos sus derechos, pero por ello, y especialmente por ello, no puede contemplarse sin más esta realidad, esperando que lleguen a la punta del iceberg: se conviertan en un desaparecido forzoso o en un muerto. 

Es esta nuestra esperanza en el sistema interamericano de derechos humanos, que nuestros niños y niñas sean visualizados antes de su desaparición forzosa o de su muerte.

Esta es la esperanza de vida de las sobrinas de Iván, Evelyn Paola Caba, Ivana Valeria Torres y Romina Marcela Torres, quienes hoy son niñas que tienen entre 8 y 6 años de edad.
Por todo lo expuesto, conforme jurisprudencia de la Ilustre Corte IDH
 como así el Informe de Admisibilidad Nº 69/05 de esa Ilustre CIDH, entendemos que el Estado Argentino debe ser condenado por la violación de los artículos 2, 4, 5, 7, 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1); 1(1) en relación al 4(1), 19 y 26 de la Convención Americana; artículos 1, 2, 3, 9(1), 15(3.a) Protocolo de San Salvador;  artículo 4 de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de Iván Eladio Torres como de su familia, amigos y testigos de la causa.

6- 
SOLICITUD AL GRUPO DE TRABAJO DFPoI


Nos permitimos, entonces, realizar las siguientes peticiones a ese Honorable Grupo de Trabajo 
I.- Cartas, reuniones, solicitudes 

Solicitamos, respetuosamente, que solicite información mediante cartas y reuniones, realice recomendaciones y todas aquellas acciones que consideren convenientes a fin que se resuelva el presente caso.

En especial a los Estados Argentino y Chileno, teniendo en cuenta la nacionalidad de Iván, a través de sus tres poderes y de los organismos gubernamentales con competencia en Derechos Humanos, federales y provinciales en el caso de Argentina.
II.- Canal de comunicación entre el Estado y las víctimas 

Asimismo, teniendo en cuenta su experiencia y experticia universal en desapariciones forzadas, les requerimos una participación activa de ese Grupo de Trabajo como mediadores entre el Estado Argentino y las peticionarias y beneficiarias de las medidas provisionales dispuestas por la Corte IDH a fin de lograr la implementación de alguna medida. 
 
III.- Corte Penal Internacional

En virtud de todo lo expuesto y teniendo en cuenta sentencia dictada por Excma. Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia de fecha 28 de febrero de 2008, y transcurridos casi cinco años de la desaparición forzada de Iván, consideramos que el Estado Argentino ha demostrado su falta de voluntad de investigar los hechos conforme Estatuto de Roma. Así, nos encontramos trabajando en una nueva estrategia que es, la presentación de la denuncia ante la Corte Penal Internacional por comisión de delitos de lesa humanidad por parte de funcionarios del Estado, mayormente policiales, en perjuicio de la población civil identificada como aquellas personas que deambulan en la calle, en especial, niños, niñas y adolescentes. 
Por esta razón solicitamos a ese Honorable Grupo de Trabajo nos asista a fin de concretar este cometido.


Agradecemos desde ya por la reunión concedida y aprovechamos la ocasión para saludarles con nuestra mayor consideración y respeto,

María Leontina Millacura Llaipén

AMICUS – Clínica Jurídica y Social Patagónica

Directoras Silvia de los Santos y Verónica Heredia

� Trabajo inédito presentado por Verónica Heredia en septiembre de 2007 en la Especialización de Derecho Penal 2007-2008, Modulo I: Teoría del Delito I, de la Universidad Nacional de la Patagonia ‘San Juan Bosco’, Sede Comodoro Rivadavia, Provincia del Chubut. 





� Extracto del escrito denominado �HYPERLINK "hipervínculos/OBSERVACIONES%20CIDH%20febrero%202006.doc"��Observaciones� presentado a la CIDH el 6 de febrero de 2006.


� Ver párr. 16 a 27 de Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750, citada infra in extenso.


� Carta de David Alberto Hayes que en copia fuera remitida a la CIDH el día 10 de enero de 2005 a fin de la solicitud de medidas cautelares a su favor: “BUENO YO SOY DAVID HAYES Y YO SOY TESTIGO DEL CASO DE IVAN TORRES PERO MI VIDA ESTA EN PELIGRO FUY [sic] AMENASADO [sic] DE MUERTE Y CUANDO ME TOMARON DECLARACION NO DIJE TODO LO QUE BI [sic] POR MIEDO A QUE ME MATEN PERO ESTOY DISPUESTO A DECLARAR EN LA CORTE NORTEAMERICANA [sic] YO BI [sic] CUANDO A IVAN LE PEGABAN DESDE UN [sic] BENTANA [sic] QUE ESTA EN UN BANIO [sic] LE PEGAVAN [sic] BARIOS [sic] POLICIAS ENTRE EYOS [sic] ESTABA EL OFICIAL MONTESINO EL COMISARIO TEYERIA [sic] EL FUE QUIEN ME AMENASO [sic] DE MUERTE YO PUEDO DISIR [sic] MUCHAS COSAS DE TEYERIA [sic] Y PUEDO EDENTIFICAR [sic] A LOS POLISIAS [sic] QUE ESTUBIERON [sic] ESA NOCHE Y PUEDO SEÑALAR EL LUGAR ADONDE IBAN [sic] CAYO DESMAYADO Y LO AGARRARON Y LO SACARON A LA RASTRA ASTA [sic] UNA ESCALERA QUE DA A LA UNIDAD REJIONAL [sic] Y OTRO POLISIA [sic] LIMPIABA LA SANGRE Y LO SACARON POR UNA PUERTA QUE ESTA AL LADO DE LA ESCALERA DE LA UNIDAD REJIONAL [sic] Y ESO FUE A LA MADRUGADA DEL DIA JUEBES [sic] DOS DE OCTUBRE Y YO LE DIJE A ERRERA [sic] JUES [sic] QUE YO BI [sic] CUANDO TRAJIERON [sic] A IBAN [sic] I [sic] QUE LE PEGARON PERO NO LE DIJE TODO LO QUE BI [sic] PERO TAMBIEN LE DIJE QUE SI PODIA AMPLIAR MI DECLARASION [sic] Y ME DIJO QUE YO ESTABA EN TODO MI DERECHO PERO EL DESPUES EL ESTABA CON EL COMISARIO TEYERIA [sic] Y ME MIRABAN Y SE RREIAN [sic] POR ESO ME QUEDE CAYADO. David Hayes 28451142”.


� Instituto Favaloro - PRICAI, Informe de fecha 14 de agosto de 2006 en autos “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ Dcia. Desaparición de Persona” Expte. N° 142/04, Ref.: Remanentes del Estudio. CONCLUSIONES: 


1. Basados en el análisis de los resultados obtenidos se excluye a la Sra. MILLACURA LLAIPEN, María Leontina (F 14.480) como Madre biológica de todos los individuos a los que pertenecen las evidencias de las cuales se obtuvieron resultados excepto del individuo al que pertenece el patrón genético de la evidencia F 14.515(13) con el Indice de Maternidad de 16,7411 y una Probabilidad de Maternidad de 94,3 % y de uno de los individuos contribuyentes al patrón genético mezcla obtenido de la evidencia F 14.515(2) con un Indice de Maternidad de 623,99 y una Probabilidad de Maternidad de 99,8 %.


2. Dado los bajos valores de Indice de Maternidad obtenidos para las evidencias F 14.515 (13) y F 14.515 (2) sugerimos realizar análisis de ADN mitocondrial de estas evidencias y de la Sra. MILLACURA LLAIPEN, María Leontina (F 14.480).


� � HYPERLINK "hipervínculos/Sentencia%20CF%2028-2-08.doc" ��Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750�.


� CIDH Medida cautelares de fecha �HYPERLINK "hipervínculos/cautelar%20oea%2018-1-05.doc"��18 de enero de 2005�, �HYPERLINK "hipervínculos/cautelar%20oea%2021-1-05.doc"��21 de enero de 2005� y � HYPERLINK "hipervínculos\\cautelar oea 25-1-05.doc" ��25 de enero de 2005�.


� Corte IDH Millacura Llaipén, María Leontina y Otros – Argentina - Medidas Provisionales, Resoluciones de fecha � HYPERLINK "hipervínculos/MP%20Medida%20Provisional%20Corte%20IDH.doc" ��21 de junio de 2006�, �HYPERLINK "hipervínculos/mp%20corte%206-7-06.rtf"��6 de julio de 2006� y de fecha �HYPERLINK "hipervínculos/Corte%20IDH%206-2-08.htm"��6 de febrero de 2008�.


� Párr. 29 a 32 de la Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750.


� Párr. 35, in fine de la Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750.


� Según punto 13 de este Informe - Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750.


� Párr. 14 de la Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750.


� Resolutivo I) de la Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la ciudad de Comodoro Rivadavia, de fecha 28 de febrero de 2008, causa “MILLACURA LLAIPEN, María Leontina s/ dcia. Desaparición forzada de persona”, Expte. 23.750.


� Asociación Civil Grupo Pro Derecho de los Niños que acompaña a María en su denuncia desde el primer momento.


� calle (pues difícilmente acceden a los servicios públicos básicos de educación, salud o seguridad)


� En la sentencia de condena puede leerse: "Llegado el momento de practicar la regulación de honorarios que corresponden por la labor profesional de los abogados Sixto Eliseo Troncoso y Sonia Elisabet Kreischer, como defensores del acusado, el Tribunal concluye que la misma no debe superar el mínimo legal posible de conformidad a lo dispuesto en el art. 8 de la ley 2200 to. Ley 4335. Sobre todo teniendo en cuenta que dicho mínimo legal es de orden público, y que la mera regulación por debajo de éste podrá determinar una afectación al principio inviolable de “justa retribución”. En este entendimiento, como decíamos, no es posible superar dicho mínimo, dado el escaso mérito, la naturaleza y la casi nula importancia de la labor desplegada por los profesionales, si tenemos en cuenta con relación a la Dra. Kreischer que tomó intervención en la causa con fecha 3 de mayo de 2002 (ver fs. 273vta.), que ha hecho poco uso de las facultades que le confiere el art. 348 CPP en cuanto a los interrogatorios durante la audiencia de debate, y por sobre todo, que los argumentos desarrollados en la etapa correspondiente a la discusión final -que comprende el alegato sobre las pruebas y la formulación de la defensa, resultan pobres en su fundamentación, y en algunos casos confusos en relación a la aplicación de las normas sustantivas que se citaban (v.g. la invocación de estado de ebriedad como elemento a tener en cuenta en la individualización judicial de la pena, arts. 40 y 41 del CP, “mezclado” con la embriaguez como causa de inimputabilidad, art. 34 inc. 1° del CP, invocando Jurisprudencia sin mentar la fuente de la que tomaba sus citas, ni individualizando los respectivos fallos y los tribunales que los dictaron; y la alegación respecto a la figura del art. 95 del CP., que ya fuera materia de tratamiento en la presente sentencia, al abordar la segunda cuestión). El Tribunal cree oportuno recordar en este punto que, si bien es cierto que el Código Procesal Penal en su art. 8 consagra enfáticamente el respeto que se debe a la dignidad del abogado defensor (en igual sentido, Constitución Provincial, art. 45, 3er. pfo., in fine), es menester tener muy presente que frente a una norma casi idéntica del Código Procesal Civil y Comercial (art. 58), la jurisprudencia desde siempre ha establecido que ese respeto y consideración que debe guardársele a un abogado en el ejercicio de su profesión, también “exige como contrapartida que el profesional del Derecho dispense idéntico respeto a la investidura del Magistrado”; entre otras cosas, colaborando eficazmente con el normal desarrollo de la función jurisdiccional e impidiendo que sus pretensiones puedan ser susceptibles de introducir elementos de confusión sobre el objeto del juicio, que puedan dificultar innecesariamente la dilucidación del litigio … 


� La sentencia fue confirmada por la Superior Tribunal de Justicia del Chubut, rechazando el recurso de casación por ‘tratarse de hechos de prueba ajenos al recurso’, no concedido el recurso extraordinario –art. 14 ley 48- y rechazada la queja interpuesta ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


� Condena del 21 de junio de 2002 a 12 años de prisión en la causa “Haro, Eduardo Mariano s/ Homicidio simple y lesiones graves”, Expte. Nro. 08/02 de la Excma. Cámara en lo Criminal de la ciudad de Comodoro Rivadavia.


� Causa ‘HARO, Juan Carlos s/ denuncia’, Expte. Nro. 99/03 de la Procuración Fiscal Nro. 2 de Comodoro Rivadavia


� El Hospital Borda es un neurosiquiátrico en la ciudad de Buenos Aires, casi 2000km de la ciudad de Comodoro Rivadavia, el que cuenta con un pabellón –Nro.20- para alojar a los detenidos en causas judiciales con problemas neurológicos.


� La ciudad de Río Gallegos queda a 1000 km de la ciudad de Comodoro Rivadavia, por lo que a sus padres les resulta sumamente dificultoso visitarlo.


� Penitenciaria de máxima seguridad, a 400 km de la ciudad de Comodoro Rivadavia.


� ‘Legajo de ejecución de sentencia Nro. 104/04 caratulado: ‘HARO, Eduardo Mariano s/ lesiones graves y homicidio simple, en concurso real en Expte. Ppal. Nº 8/02’, de la Cámara Primera en lo Criminal de Comodoro Rivadavia. 


� � HYPERLINK "hipervínculos/CS%20HARO.pdf" ��CSJN, 29 de mayo de 2006, ‘HARO, Eduardo Mariano s/ incidente de hábeas corpus correctivo’, H. 338. XLII� 


� � HYPERLINK "hipervínculos/Informe%20Lic%20Zoroastro.doc" ��Informe del Licenciado Gastón Zoroastro�, de fecha 8 de diciembre de 2007.


� En esta línea también está el � HYPERLINK "hipervínculos/INFORME%20FINAL%20Esquel.doc" ��Informe Final sobre violaciones a los derechos humanos en la zona noroeste de la Provincia del Chubut�.


� La organización CORREPI fue una de las que llevó el caso al sistema interamericano. Tiene una inmensa base de dato y registro de casos en correpi.lahaine.org, al igual que el CELS, www.cels.org.ar.


� � HYPERLINK "hipervínculos\\EDITORIAL clarin 26-5-99 caso bru.doc" ��Artículo periodístico de Clarín de fecha 25-6-99�.


� � HYPERLINK "http://www.fundacioncabezas.com.ar" ��www.fundacioncabezas.com.ar� 


� CELS también.


� � HYPERLINK "hipervínculos/CSJN%20Julio%20Lopez.pdf" ��Sentencia de la CSJN� en autos Competencia N° 1385. XLII “Incidente de inhibitoria entre el Juzgado de Garantías N° 4 del Departamento Judicial de La Plata y el Juzgado Federal N° 3 de La Plata en autos: "Bogliano, Verónica y Eloy, Nilda s/ av. presunta desaparición de Julio López y amenazas" y � HYPERLINK "hipervínculos/traslado%20caso%2012533%20diciembre%202006.doc" ��traslado de fecha diciembre de 2006 presentado a la CIDH� en el caso N° 12.533.


� www.madresdeldolor.org.ar


� Sancionada el 13 de diciembre de 2006 y promulgada de hecho el 5 de enero de 2007


� Adoptado por las Naciones Unidas el 17 de julio de 1998


� Sancionada el 30 de noviembre de 2000 y promulgada de hecho el 8 de enero de 2001


� La Argentina fue el Estado número 28 en ratificar el Estatuto de Roma y quinto de los Estados Americanos (OEA) tras Trinidad y Tobago, Belice, Venezuela y Canadá, entrando en vigor 


� ‘Cuestiones planteadas por Tribunales Constitucionales, Cortes supremas y consejos de Estado nacionales con respecto al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional’, Documento del Comité Internacional de la Cruz Roja – ‘La Compatibilidad del Estatuto de Roma con Ciertas Disposiciones Constitucionales Alrededor del Mundo’, Documento de HUMAN RIGHTS WATCH


� De conformidad con el artículo 54 de la Constitución Francesa, si el Consejo declara que una disposición de un acuerdo internacional es incompatible con la Constitución, sólo se podrá ratificar o aprobar dicho acuerdo tras haber enmendado la Constitución.


� Decisión 98-408 DC del 22 de enero de 1999 (Aprobación del Tratado sobre el Estatuto de la Corte Penal Internacional) [Décision 98-408 DC du 22 janvier 1999 (Traité portant statut de la Cour pénale internationale)], Journal officiel, 24 de enero de 1999, p. 1317. Cit. en ‘Cuestiones …’ Nota 8


� "…la République peut reconnaître la juridiction de la Cour pénale internationale dans les conditions prévues par le traité signé le 18 juillet 1998".


� Dictamen del Consejo de Estado del 21 de abril de 1999 sobre un proyecto de ley relativo a la aprobación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma, el 17 de julio de 1998 [Avis du Conseil d'État du 21 avril 1999 sur un projet de loi "portant assentiment au Statut de Rome de la Cour pénale internationale, fait à Rome le 17 juillet 1998"], Documento parlamentario 2-239 (1999/2000), p. 94. Cit. en ‘Cuestiones …’ 


� Informe hecho en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores y de Defensa; Introducción del viceprimer ministro de Relaciones Exteriores, Doc. Parl. 2-329/2 (1999/2000), pp. 1-5.


� [Avis du Conseil d'Etat portant sur un projet de loi portant approbation du Statut de Rome de la Cour Pénale Internationale, fait à Rome le 17 juillet 1998], 4 de mayo de 1999, No 44.088, Doc. parl. 4502.


� Dictamen del Consejo de Estado de 22 de agosto de 1999 (sobre el Estatuto de Roma), n° 1.37499/99/MM.


� Ley orgánica 6/2000 del 4 de octubre, por la que se autoriza la ratificación por España del Estatuto de la Corte Penal Internacional


� Consulta preceptiva de constitucionalidad sobre el proyecto de ley de aprobación del "Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional"], Exp. 00-008325-0007-CO, Res. 2000-09685, 1 de noviembre de 2000.


� La Gaceta, Diario oficial, 20 de marzo de 2001


� Informe del doctor Hernán Salgado Pesante en el caso n° 0005-2000-Cl sobre el "Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional", 21 de febrero de 2001


� Dictamen del Tribunal Constitucional sobre la conformidad del Estatuto de Roma con la Constitución de Ucrania, expediente N 1-35/2001, 11 de julio de 2001.


� Dictamen de la Corte Suprema de Justicia del 24 de enero de 2002


� Opinión consultiva de la Corte de Constitucionalidad del 25 de marzo de 2002, expediente n° 171-2002.





� ‘CONSTITUCION DE LA ARGENTINA – COMENTADA Y CONCORDA’, por MARIA ANGELINA GELLI, Ed. LA LEY, 2001, com. arts. 27, 31, 75 (22), (24), 99 (11) 


� Amnistía Internacional, 9 de febrero de 2001, Documento público ‘Argentina: La ratificación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, un paso contra la impunidad’


� 30 de marzo de 2000, FERNANDO DE LA RÚA, Rodolfo H. Terragno. – Adalberto Rodríguez Giavarini.





� Fallos 315:1992 (1992),‘Ekmekdjian, Miguel Angel c. Sofovich, Gerardo y otros’


� ‘Fibraca Constructora S.A. c. Comisión Técnica Mixta de Salto Grande’ C.S.,F 433 XXIII-R.H.


� Conf. ‘CONSTITUCION…’, MARIA ANGELICA GELLI, ob. cit., com. art. 27, pág. 220 


� Entre otros: ‘LA CONVENCIÓN CONTRA EL GENOCIDIO EN ARGENTINA: UNA MORA DE JERARQUÍA CONSTITUCIONAL’, por Alberto Luis ZUPPI, en Textos para una justicia universal


� S./1.154/06, 25 de abril de 2006


� OD-431, 28-05-04: Se aconseja aprobar otro proyecto de ley. (S.-273, 622 y 803/04.)


Dictamen de comisión ‘Honorable Senado: Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales ha considerado los expedientes S.-273/04: Yoma: proyecto de ley sobre implementación del Estatuto de Roma, S.-622/04: Menem y otros: proyecto de ley sobre implementación del Estatuto de Roma y S.-803/04: Fernández de Kirchner: proyecto de ley de implementación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional; … os aconseja la aprobación del siguiente …  


� Eduardo A. Duhalde, 8 de octubre de 2002 ante la Cámara de Senadores


� ‘Los crímenes contra la humanidad y el genocidio en el Estatuto de la Corte Penal Internacional’, por ALICIA GIL GIL, Revista de derecho penal – 2003-1, Director EDGARDO ALBERTO DONNA, Ed. Rubinzal Culzoni, pág. 215/270 


� Entrada en vigor el 12 de enero de 1951


� Entre otros: ‘LA CONVENCIÓN CONTRA EL GENOCIDIO EN ARGENTINA: UNA MORA DE JERARQUÍA CONSTITUCIONAL’, por Alberto Luis ZUPPI, en Textos para una justicia universal


� Entrada en vigor 26 de junio de 1987


� Aprobada por la XXIV Asamblea General de la OEA


� ‘Los Tratados Internacionales y la Constitución Nacional’, por CARLOS E. COLAUTTI, Ed. LA LEY, 1998, págs.36 y ss.


� Fallos 7:282 - 1869; Fallos 43:321 – 1891; Fallos 176:218 – 1936; Fallos 305:2150


�  Principios de derecho que sin necesidad de reglas específicas aparecen con evidencia ante la razón, conforme ‘Los Tratados …’, por CARLOS E. COLAUTTI,  ob.cit., págs.35


� ‘Los Tratados … ’, por CARLOS E. COLAUTTI, ob. cit, págs.36 


� Fallos 318:2148


� Fallos 327:3294


� Fallos 328:1268


� Fallos 328:2056


� "De Schwammberger a Massera" por ALEJANDRO LUIS RÚA 





� Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136


� Voto Concurrente del Juez SERGIO GARCIA RAMIREZ a la sentencia de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS en el CASO GÓMEZ PALOMINO VS. PERÚ del 22 de noviembre de 2005





� Fallos 318:514


� La primacía del derecho internacional sobre el derecho argentino





� Corte IDH Caso Nicholas Blake, Sentencia de 24 de enero de 1998, Serie C: Resoluciones y Sentencias No. 36, párr. 62/67.


� Causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/04 (en adelante se menciona sólo carátula y número de expte.) ofrecida como prueba en el Capítulo 1 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones presentadas a la CIDH en el trámite de fondo el 6 de febrero de 2006 (en adelante “observaciones de 6 de febrero de 2006), fs. 4, 6/9, 13, 22 entre otras. Realizamos consideraciones en el escrito de observaciones presentadas a la CIDH en el trámite de fondo el 6 de marzo de 2006 (en adelante “observaciones de 6 de marzo de 2006”), Capítulo I punto 2. Las copias simples de los cuerpos I, II, III, IV, VII, VIII y IX se encuentran en la CIDH; los tres (3) videos VHS de la reconstrucción de los hechos fueron acompañados a la Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales. 


� Causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/04, fs. 1/2, 995/996. Realizamos consideraciones en las observaciones de marzo de 2006 Capítulo I punto 1.


� Causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/04, fs. 11/12, 18/20, 26, 31/32, 47/48, 50, 118, 1093, 1121, 1156/1157, 1164/1165. Se realizaron consideraciones en las observaciones de 6 de marzo de 2006, Capítulo I puntos 4, 6, 10.


� Los originales de estas misivas no se encuentran agregados en ningún expte.. La situación de la pericia ofrecida sobre la carta de David Alberto Hayes, fallecido, es la misma que la descrita en las observaciones de 6 de marzo de 2006 Capítulo I punto 45. 


� Consideraciones realizadas en observaciones de 6 de marzo de 2006 Capítulo I punto 34.


� Ofrecida como prueba en el Capítulo 1 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006.


� Cfr. Documentación del Estado que se contesta en este traslado II.A.


� Mail enviado a la CIDH en día 23 de marzo de 2006, en la causa MC 09-05 María Millacura Llaipén y Otros - Medidas Cautelares.


� Ofrecido como prueba en el Capítulo 1 DOCUMENTAL del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006, Documentación acompañada en la causa CIDH MC 09/05 MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina y Otros – Medidas Cautelares – Argentina, escrito CONTESTA SEGUNDO TRASLADO de fecha 2 de mayo de 2005 Capítulo II Hechos – punto 2.1.2..


� Causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/04, fs. 76.


� También en la documentación que se contesta en este traslado, II.A.


� Causa “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Desaparición de Persona” Expte. MPF Nº 142/04, fs. 3134/3147.


� Ver, por ejemplo: Corte I.D.H., Caso Las Palmeras, Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 26 de noviembre de 2002. Serie C No. 96, párr. 53.a); Corte I.D.H., Caso Trujillo Oroza, Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párrs. 97, 101 y 112; Corte I.D.H., Caso del Caracazo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie C No. 95, párr. 117; Corte I.D.H., Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 176; Corte I.D.H., Caso Molina Theissen. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108, párr. 79; Corte I.D.H., Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116, párr. 95; Corte I.D.H., Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 156; Corte I.D.H., Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 185. 


� Ofrecido como prueba en el Capítulo 1 del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006, Documentación acompañada en la causa CIDH MC 09/05 MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina y Otros – Medidas Cautelares – Argentina, escrito CONTESTA SEGUNDO TRASLADO de fecha 2 de mayo de 2005 Capítulo II Hechos – punto 2.3.2..


� Causa “Cruz, Gustavo Mario s/ Denuncia apremios ilegales” Expte. N° 346/01 ofrecida como prueba en el Capítulo 3 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006.


� Acompañadas en las medidas provisionales el 7 de julio de 2006.


� Causas “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Denuncia” Expte. Nº Ministerio Público Fiscal Nº 506/05; “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Denuncia” Expte. Nº Ministerio Público Fiscal Nº 507/05; “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Denuncia” Expte. Nº Juzgado de Instrucción Nº 2 1415/04 ofrecidas como prueba DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO en las observaciones de 6 de febrero de 2006 Capítulo 1; “MILLACURA LLAIPÉN, María Leontina s/ Denuncia” Expte. Nº MPF Nº 141/04 ofrecida como prueba DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO en las observaciones de 6 de febrero de 2006 Capítulo 2; ***.


� “CAAMAÑO, Dante Andrés s/ Dcia.”, Expte. Nº 1310/03; “CAAMAÑO, Dante Andrés psa atentado, resistencia y lesiones leves”, Expte. Nº 3839/04; “CAAMAÑO, Dante Andrés psa atentado, resistencia y lesiones a la autoridad”, Expte. Nº 2256/05; ofrecida como prueba en el Capítulo 3 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006 y acompañadas en la causa Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales.


� “HAYES, David Alberto s/ denuncia”, Expte. 208 MPF.


� “GAJARDO Luis Alberto – VILLAGRA Roxana Elizabeth s/ dcian. amenazas”, Expte. Nº 8814/06 MPF; “GAJARDO Luis Alberto s/ dcia. apremios ilegales”, Expte. Nº 9836/06 MPF ofrecida como prueba en el Capítulo 3 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006 y acompañadas en la causa Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales.


� “ALCAINA Luis Alberto psa evasión, atentado, resistencia y lesiones a la autoridad”, Expte. Nº 8694/06; “ALCAINA Luis Alberto s/ evasión alcaidía policial”, Expte. Nº 9501/06 acompañadas ante la Corte I.D.H. Caso Millacura Llaipén y Otros. Medidas Provisionales.


� Denuncia pública realizada por Valeria Torres en los medios de comunicación masivos ante la agresión policial recibida el 23 de abril de 2006. El Estado inició una causa por resistencia a la autoridad y daños.


� Documentación acompañada en el Anexo II de las observaciones de 6 de febrero de 2006.


� Ofrecida como prueba en el Capítulo 1 DOCUMENTAL EN PODER DEL ESTADO del escrito de observaciones de 6 de febrero de 2006.


� Ver Acuerdo Extraordinario STJCH Nº 3382/04 citado ut supra.


� Ley 815. Artículo 9: k) Ejercer la policía de seguridad de los MENORES, especialmente en cuanto se refiere a su protección, impedir su vagancia; apartándolos de los lugares y compañías nocivas; y reprimir todo acto atentatorio a su salud física o moral, en la forma que las leyes o edictos determinan. Concurrir a la acción social y educativa que en materia de minoridad ejerzan entidades públicas y privadas; n) Asistir a los supuestos DEMENTES o disminuidos mentales que se encuentren en los lugares públicos y entregarlos a sus parientes, curadores o guardadores. Cuando carezcan de ellos o no sean reclamados se enviarán a los establecimientos asistenciales específicos dando intervención a la justicia. Demorar a los supuestos DEMENTES y a los inhabilitados por el artículo 152 Bis incisos 1) y 2) del Código Civil, cuando razones de peligrosidad así lo aconsejen y ponerlos a disposición de los funcionarios judiciales correspondientes, confiándolos a los establecimientos mencionados. Artículo 10: b) Demorar a la persona que sea necesario conocer sus antecedentes y circunstancias que los justifiquen cuando se niegue a identificar, carezca de documentación, o que la misma no constituya un documento identificatorio fehaciente, dando cuenta inmediata al Juez de instrucción en turno. En todos los casos la orden provendrá del Personal Superior de la Institución y no podrá exceder las DIEZ (10) horas, debiendo asentarse en los registros policiales habilitados al efecto. La demora no podrá prolongarse más del tiempo indispensable para el cumplimiento del objetivo de la medida. Al demorado, se le hará saber el derecho que le asiste de notificar a un familiar o persona de su confianza, e informarle de su situación; e) Inspeccionar con finalidad preventiva los vehículos en la vía pública, talleres, garages públicos y locales de venta. Cuando las circunstancias del procedimiento así lo aconsejen, mediando orden del personal superior, podrá requisar el vehículo, medida que no se extenderá de un lapso mayor de 12 horas, labrándose las actuaciones pertinentes, asentándose tal procedimiento en los registros policiales habilitados al efecto. En todos los casos de esta requisa preventiva, se informará a la Delegación del Registro de Propiedad del Automotor.


� Declaraciones de policías de la Comisaría Seccional Primera a fs. … solo 'por sospechas', porque 'deambulan y no los conocen', que 'no dan aviso a ninguna autoridad policial', y 'a veces no se anota' el ingreso de personas por '815' (contravencional).


� Corte I.D.H., Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 143 en conc. con el punto resolutivo 5. Artículo publicado en � HYPERLINK "http://www.cels.org.ar/Site_cels/index.html" ��http://www.cels.org.ar/Site_cels/index.html�. Fecha: 07/06/2006. Temática: Administración de Justicia. Fuente: CELS / CORREPI / CEJIL. La CIDH denunció al Estado argentino por incumplimientos en la sentencia dictada en el caso Bulacio (Junio 2006) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos denunció al Estado argentino por la falta de cumplimiento de la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Bulacio, en septiembre de 2003.


� a pesar de lo dispuesto por la Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-7/02 de 28 de agosto de 2002


� Corte I.D.H., Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 66.


� Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 45/112.


� Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 45/113.


� Primer congreso de Naciones Unidas para la prevención del delito y tratamiento del delincuente - Ginebra 1955. Aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resols. 663 C 31-7-57 y 2076, 13-5-77.


� Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988.


� Adoptado por la Asamblea General en su Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979.


� El presente documento ha sido publicado en C ontrol Democrático en el Mantenimiento de la Seguridad Interior ; Hugo Frühling Ed.; Centro de Estudios del Desarrollo, Santiago de Chile, 1998.


� Martín Abregú es abogado y Director Ejecutivo del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS); Gustavo Palmieri es abogado, miembro del Programa sobre Violencia Institucional, Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos del CELS y Consultor Extranjero contratado por FESPAD/CEPES, de El Salvador, para su Proyecto Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos; Sofía Tiscornia es licenciada en antropología, y es Directora del Programa sobre Violencia Institucional, Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos del CELS y del Equipo de Antropología Jurídica de la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires.


� Radicó una denuncia por los mismos hechos en esa misma fecha.


� Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia.  Sentencia de 12 de septiembre de 2005 Serie C No. 13, párr. 54; Caso Gómez Palomino vs. Perú, Sentencia de 22 de noviembre de 2005, Serie C Nº 136; Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 159; Caso de los  Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de  2004. Serie C No. 110, párr. 114; y Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No.  103, párr. 95 


� Observaciones de 6 de febrero de 2006.


� Cfr. CIDH, resolución Nº 12/85, caso 7615, del marzo de 1985.


� Cfr. CIDH, ‘Testigos de Jehová’, caso 2137, del 18 de noviembre de 1978. Arts. XI y XII DADDH.


� Cfr. Corte IDH, Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001, Serie C Nº 74, párrafos 119/131; caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001, Serie C Nº 79, párrafos 142/155. Art. 21 CASDH


� Art. 12 PSS


� Art. 11 PSS


� Art. 13 PSS 


� Art. 14 PSS


� Art. 15 PSS


� Art. 16 PSS


� Escrito Contesta Primer Traslado de fecha 11 de febrero de 2005 en la causa MC 09-05 María Millacura Llaipén y Otros - Medidas Cautelares.


� Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148
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